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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA 

 
I. ASISTENCIA 

 
Asistieron los señores: 
 

--Aburto Ochoa, Marcos 
--Arancibia Reyes, Jorge 
--Ávila Contreras, Nelson 
--Boeninger Kausel, Edgardo 
--Bombal Otaegui, Carlos 
--Canessa Robert, Julio 
--Cantero Ojeda, Carlos 
--Cariola Barroilhet, Marco 
--Chadwick Piñera, Andrés 
--Coloma Correa, Juan Antonio 
--Cordero Rusque, Fernando 
--Espina Otero, Alberto 
--Fernández Fernández, Sergio 
--Flores Labra, Fernando 
--Foxley Rioseco, Alejandro 
--Frei Ruiz-Tagle, Carmen 
--García Ruminot, José 
--Gazmuri Mujica, Jaime 
--Horvath Kiss, Antonio 
--Larraín Fernández, Hernán 
--Lavandero Illanes, Jorge 
--Martínez Busch, Jorge 
--Matthei Fornet, Evelyn 
--Moreno Rojas, Rafael 
--Muñoz Barra, Roberto 
--Naranjo Ortiz, Jaime 
--Novoa Vásquez, Jovino 
--Núñez Muñoz, Ricardo 
--Ominami Pascual, Carlos 
--Orpis Bouchón, Jaime 
--Páez Verdugo, Sergio 
--Parra Muñoz, Augusto 
--Pizarro Soto, Jorge 
--Prokurica Prokurica, Baldo 
--Ríos Santander, Mario 
--Romero Pizarro, Sergio 
--Ruiz De Giorgio, José 
--Ruiz-Esquide Jara, Mariano 
--Sabag Castillo, Hosaín 
--Silva Cimma, Enrique 
--Stange Oelckers, Rodolfo 
--Valdés Subercaseaux, Gabriel 
--Vega Hidalgo, Ramón 
--Viera-Gallo Quesney, José Antonio 
--Zaldívar Larraín, Adolfo 
--Zaldívar Larraín, Andrés 
--Zurita Camps, Enrique 
 
Concurrió, además, el señor Ministro de  Educación. 
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Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor Sergio 
Sepúlveda Gumucio. 
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II. APERTURA DE LA SESIÓN 
 

  --Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 21 señores 

Senadores. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión. 

 

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS 
 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Las actas de las sesiones 31ª y 32ª, 

ordinarias, en 11 y 12 de marzo del año en curso, respectivamente, se encuentran en 

Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su 

aprobación. 

 

IV. CUENTA 
 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han 

llegado a Secretaría. 

El señor SEPÚLVEDA (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas: 
 

Mensajes 

  Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República: 

  Con los dos primeros retira la urgencia y la hace presente nuevamente, 

en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes proyectos de ley: 

  1.- El que crea la Dirección Nacional de Cultura y el Fondo Nacional 

de Desarrollo Cultural. (Boletín Nº 2.286-04), y 

  2.- El de bases sobre contratos administrativos de suministro y 

prestación de servicios. (Boletín Nº 2.429-05). 

  --Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas 

calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes. 

  Con los dos siguientes hace presente la urgencia, en el carácter de 

“simple”, a los siguientes proyectos de ley: 
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  1.- El que sustituye la ley Nº 19.366, que sanciona el tráfico ilícito de 

estupefacientes y sustancias sicotrópicas. (Boletín Nº 2.439-20), y 

  2.- El que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.290, en 

materia de tránsito terrestre. (Boletín Nº 999-15). 

  --Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar los 

documentos a sus antecedentes. 

Oficios 

  Seis de la Honorable Cámara de Diputados: 

  Con el primero señala que ha dado su aprobación al informe de la 

Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la 

tramitación del proyecto de ley que moderniza la normativa reguladora de los 

arrendamientos de predios urbanos, iniciado en moción del Senador señor Ríos. 

(Boletín Nº 2.625-07); y 

  Con el segundo manifiesta que aprobó, en los mismos términos en que 

lo hizo el Senado, el proyecto que modifica la ley Nº 18.356, sobre control de las 

artes marciales, incluyendo al taekwondo y al karate en los deportes que no son 

considerados artes marciales, iniciado en moción del Senador señor Zaldívar, don 

Andrés. (Boletín Nº 2.868-02). 

  --Se mandó comunicar a Su Excelencia el Presidente de la 

República los proyectos aprobados por el Congreso Nacional. 

  Con los tres siguientes hace presente que ha aprobado los siguientes 

proyectos de acuerdo: 



 8

  1.- El referido a la aprobación del “Convenio de Seguridad Social 

entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Checa”. 

(Boletín Nº 3.120-10) (Véase en los Anexos documento  1 ); 

  2.- El aprobatorio del “Acuerdo entre la República de Chile y la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT) relativo al establecimiento de una 

Oficina de la OIT en Chile”, suscrito en Santiago, el 10 de enero de 2002. (Boletín 

Nº 3.122-10) (Véase en los Anexos documento  2 ), y 

  3.- El referido a la aprobación del “Acta de Fundación de la 

Organización Iberoamericana de Juventud (OIJ)”, adoptada en la VIII Conferencia 

Iberoamericana de Ministros de Juventud. (Boletín Nº 3.151-10) (Véase en los 

Anexos documento  3). 

  --Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores. 

  Con el último comunica que aprobó el proyecto de acuerdo relativo a 

la aprobación del “Convenio entre la República de Chile y la República de Corea 

para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en relación al impuesto a 

la renta y al patrimonio” y su protocolo. (Boletín Nº  3.121-10) (Véase en los 

Anexos documento  4). 

  --Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, 

en su caso. 

  Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, mediante el cual transcribe 

la resolución dictada en el requerimiento formulado por diversos señores Senadores 

en contra del decreto supremo Nº 1, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 8 

de enero de 2003, publicado en el Diario Oficial de 1º de febrero de este año. 

  --Se toma conocimiento. 
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  Del señor Ministro de Agricultura, con el que contesta un oficio 

enviado en nombre del Senador señor Prokurica, relativo a la eventual 

responsabilidad de funcionarios del Instituto de Desarrollo Agropecuario en el 

fracaso de proyectos financiados por esa entidad. 

  Dos del señor Ministro de Salud: 

  Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Honorable 

señor Cantero, referido a la posibilidad de declarar la fibrosis quística como 

enfermedad catastrófica, y 

  Con el segundo da respuesta a un oficio enviado al señor Ministro 

Secretario General de la Presidencia en nombre del Senador señor Stange, en 

relación con el reemplazo de la atención que otorgaba el buque médico dental 

“Cirujano Videla”. 

  Del señor Ministro de Bienes Nacionales, por medio del cual responde 

un oficio enviado en nombre del Honorable señor Zaldívar, don Andrés, tocante a 

una presentación de tres comunidades indígenas.  

  De la señora Contralora General de la República, subrogante, con el 

que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantero, concerniente a 

una denuncia efectuada por la Cámara de Turismo y Comercio A.G. de San Pedro 

de Atacama, sobre actividades de sociedad de turismo que indica. 

  Del señor Superintendente de Valores y Seguros, con el que da 

respuesta a un oficio enviado en nombre de los Honorables señores Cantero y Ríos, 

relativo a una posible discriminación de las compañías de seguros con los pequeños 

y medianos empresarios de las Regiones Octava y Novena. 

  --Quedan a disposición de los señores Senadores. 
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Comunicaciones 

  De la Comisión de Relaciones Exteriores, mediante la cual comunica 

que, en sesión celebrada el día de hoy, ha elegido como su Presidente al Honorable 

señor Núñez. 

  De la Comisión de Obras Públicas, con la que informa que, en sesión 

celebrada el día de hoy, aceptó la renuncia del Senador señor Stange al cargo de 

Presidente de la misma y eligió en su reemplazo, por la unanimidad de sus 

miembros presentes, al Honorable señor Horvath. 

  De la Comisión de Salud, por medio de la cual señala que ha elegido 

como su Presidenta a la Senadora señora Matthei. 

  De la Comisión de Minería y Energía, con la que comunica que, en 

sesión de 12 de marzo en curso, eligió como su Presidente al Honorable señor 

Lavandero. 

  --Se toma conocimiento. 



 11

Informes 

  Informe complementario del segundo informe de la Comisión de 

Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto de ley, iniciado en 

moción de los Senadores señores Horvath, Ruiz De Giorgio, Stange y Vega, en 

primer trámite constitucional, que establece mecanismos de protección y evaluación 

de los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono. (Boletín Nº 2.725-12) 

(Véase en los Anexos documento  5). 

  Cuatro de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y 

Ciudadanía, recaídos en las solicitudes de rehabilitación de ciudadanía de doña Nora 

de las Mercedes Ortiz Cubillos y de los señores Pedro Manuel Torres Rodríguez, 

Gastón Iván Mora Jorquera y Manuel Leonidas Barros Núñez. (Boletines Nºs S 657-

04, S 596-04, S 645-04 y S 656-04, respectivamente). 

  --Quedan para tabla. 

Solicitud 

  De don Benedicto Figueroa Puente, por medio de la cual pide la 

rehabilitación de su ciudadanía. (Boletín Nº S 661-04). 

  --Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y 

Ciudadanía. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta. 
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ACUERDOS DE COMITÉS 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El señor Secretario dará a conocer lo 

resuelto por los Comités. 

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los Comités, en reunión de hoy, acordaron por 

unanimidad lo siguiente: 

  1.- En los casos en que un proyecto deba pasar a una Comisión 

específica y además a la de Hacienda, en su caso, será la Secretaría de la 

Corporación la que indicará a esta última cuáles son los artículos sobre los cuales 

deberá pronunciarse. 

  2.- Alterar el trámite de la iniciativa sobre modificación del Código de 

Aguas, a fin de que sea conocida por la Comisión de Obras Públicas y, luego, por la 

de Hacienda, en su caso, dejando, en consecuencia, sin efecto el trámite anterior, que 

determinaba que fuera estudiada por ambas Comisiones, unidas. 

  3.- Tratar en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de 

mañana miércoles  las cuatro solicitudes de rehabilitación de ciudadanía que figuran 

en la Cuenta de hoy, y 

  4.- Fijar plazo hasta el martes 1º de abril, a las 12, para presentar 

indicaciones al proyecto sobre creación de una Comisión Ética en el Senado. 
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)------------------( 

La señora MATTHEI.- ¿Me permite, señor Presidente?  

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

La señora MATTHEI.- Solicito autorización para que la Comisión de Salud sesione 

paralelamente con la Sala, entre las 18 y las 20. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo? 

  Acordado. 

)------------------( 

V. ORDEN DEL DÍA 

REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE OBLIGATORIEDAD Y 

GRATUIDAD DE EDUCACIÓN MEDIA 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto sobre reforma de la Carta 

Fundamental, en segundo trámite constitucional, que establece la obligatoriedad y 

gratuidad de la educación media, con informe de las Comisiones de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento, y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, 

unidas, y con urgencia calificada de “simple”. 

3039-07 

Reforma constitucional sobre obligatoriedad y gratuidad de educación media 

--Los antecedentes sobre el proyecto (3039-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se 

indican: 

 Proyecto de reforma constitucional: 

 En segundo trámite, sesión 22ª, en 7 de enero de 2003. 

 Informe de Comisión: 

 Constitución y Educación, unidas, sesión 30ª, en 5 de marzo de 2003. 
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 Discusión: 

  Sesión 32ª, en 12 de marzo de 2003 (se posterga su votación). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Cabe señalar que el debate de esta 

iniciativa concluyó en la sesión anterior y que su votación quedó pendiente en 

espera de una indicación en la que trabajarían diversos señores Senadores junto con 

el señor Ministro de Educación. Ellos han informado a la Presidencia del Senado 

que alcanzaron un acuerdo en tal sentido, el cual se plasma en la indicación remitida 

a la Mesa. 

  Por lo tanto, sugiero aprobar en general el proyecto y pronunciarnos 

después sobre la indicación. Si algún señor Senador quisiera fundamentar su 

posición, podría hacerlo al momento de ser votada. 

  --Así se acuerda. 

  Si le parece a la Sala, se aprobará la idea de legislar, dejando 

constancia del quórum. 

  --Se aprueba en general el proyecto de reforma constitucional, 

dejándose constancia de que emitieron pronunciamiento favorable 36 señores 

Senadores. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En seguida, el señor Secretario dará a 

conocer la indicación consensuada. 

El señor HOFFMANN (Secretario).- Se trata de dos indicaciones idénticas -una suscrita por 

los Senadores señores Muñoz Barra, Naranjo, Larraín, Ruiz-Esquide y Espina, y la 

otra, por los Honorables señores Vega y Boeninger- cuyo objetivo es agregar un 

inciso sexto, nuevo, al número 10º del artículo 19 de la Constitución Política de la 

República. Su tenor es el siguiente:  



 15

  “Asimismo, la educación media es obligatoria. El Estado deberá 

financiar, en conformidad a la ley, un sistema gratuito destinado a asegurar el acceso 

a ella de toda la población hasta cumplir los 21 años de edad.”. 

El señor ZALDÍV AR, don Andrés (Presidente).- En discusión la indicación.  

  Tiene la palabra el Honorable señor Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, deseo expresar mi acuerdo con la indicación, no 

obstante que no corresponde exactamente a la que presenté en el debate llevado 

adelante por el grupo de Senadores que trabajó una nueva alternativa y que su texto 

–insisto en este predicamento- no satisface realmente lo que uno estima como 

garantía constitucional.  

  En efecto, una garantía constitucional bien formulada debe expresar la 

voluntad del Estado de proteger o defender un derecho o una libertad de manera 

suficientemente amplia y comprensiva, según una norma que esté a la altura de la 

tradición jurídica de nuestro país. 

  En el caso en análisis, por tratarse del derecho a la educación, lo que 

busca el Ejecutivo, recogiendo muchas otras inquietudes, es dar carácter obligatorio 

no sólo a la educación básica, sino también a la media; y eso ciertamente merece 

todo nuestro reconocimiento y apoyo. 

  Sin embargo, la forma como se recoge eso en la Constitución no es 

trivial; eso fue lo que en la sesión pasada me llevó a objetar la propuesta que venía 

de la Comisión. Ésta circunscribía tal derecho a los 18 años, cuestión que ya me 

parecía extraña, porque querría decir que para los menores de esa edad -es decir,  

hasta los 17 solamente- se hallaba garantizada la educación media; y, en seguida, 

porque se estaba incluso reduciendo un derecho -que hoy día es ilimitado, de apoyo 
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económico, de gratuidad, para la educación básica- al establecer un mecanismo que 

lo restringía para la media. 

  En virtud de lo anterior, mi proposición original consistía en agregar al 

actual inciso quinto la expresión “y media”, de forma tal de decir: “La educación 

básica y la media son obligatorias”, dejando el texto de la garantía exactamente 

igual: “debiendo el Estado financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a 

asegurar el acceso a ella de toda la población”. Eso me parece que tiene el rigor de 

un principio, de un derecho, que es como debe estar consagrado en la Constitución. 

  No fue ésa la voluntad de los señores Senadores ni la del Ejecutivo. 

Consciente de que poner en práctica la indicación representaba un problema -por 

razones, al final, de carácter económico, pues se reconoce como realidad el derecho 

de toda persona, joven o adulto, cualquiera que sea su edad, a acceder a la educación 

media gratuita-, sugerí una disposición transitoria, que limitaba ese derecho a los 

menores de 21 años durante la próxima década. De esa manera, entendíamos que el 

acceso a la educación media obligatoria iba a tener dos etapas: una, que sería plena 

para los menores de 21 años, y otra que, después de 10 años, lo sería para todo 

chileno.  

  Lo anterior me parecía realista y conforme con una doctrina 

constitucional de cierta jerarquía, como la que hemos tenido, particularmente en esta 

parte de la Ley Suprema. Muchos capítulos de la Constitución del 80 fueron 

cuestionados, pero no el “De los derechos y deberes constitucionales”. Por el 

contrario, fue destacado como un crecimiento, como un enriquecimiento, como un 

grado enorme de madurez en el desarrollo de los derechos y libertades amparados 

por la Carta Fundamental. 
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  La disposición que hoy estamos aprobando no está a esa altura. Le he 

dado mi consentimiento con el afán de llegar a algún acuerdo, pero habría preferido 

el otro camino. Quiero, por lo mismo, dejar constancia de que, compartiendo su 

propósito, no es la que yo hubiese deseado. Pero, como se corre el riesgo de que no 

se incorpore la obligatoriedad de la enseñanza media entre las garantías 

constitucionales como un derecho de nuestra juventud, me sumo a su aprobación. 

  Señor Presidente, quiero insistir en el planteamiento que hice al señor 

Ministro de Educación, porque, así y todo, aquí vamos a estar situados frente a un 

problema que creo importante, independientemente de cualquier otra consideración: 

120 mil jóvenes que hoy en día no pueden acceder a la enseñanza media, los cuales, 

por la forma como quedó redactada esta disposición -que espero se apruebe-, con 

todas las limitaciones de que ya he dejado constancia, ahora van a poder exigir el 

derecho que les permite acceder gratuitamente a la educación media. Y son muchos, 

decenas de miles, los que hoy día no pueden hacerlo, por carecer de los recursos 

económicos para movilizarse o porque al vivir alejados de las ciudades en que 

aquélla se imparte no pueden financiar sus gastos de estadía.  

  Yo deseo saber cómo el Ejecutivo va a financiar el acceso gratuito de 

esos 120 mil jóvenes. Esto debe respaldarse con cifras, con antecedentes, porque, si 

bien una reforma constitucional no requiere un certificado de Hacienda que explique 

cómo se van a cubrir los costos, la doctrina hoy ha establecido –y la jurisprudencia 

así lo confirma- que, de aprobarse una norma constitucional como la que está ahora 

en debate, ella pasa a ser un derecho exigible y no un principio que requiera de una 

ley posterior para impetrarlo ante los tribunales. No, aprobado esto, es un derecho 

que los ciudadanos pueden exigir en los tribunales de justicia. Luego, cuando los 
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jóvenes no tengan los medios para llegar al liceo, pueden exigir al Estado que lo 

cumpla. 

  Entonces, junto con alabar el espíritu de la reforma, quiero ver con qué 

grado de responsabilidad vamos a cumplirla, acotada incluso -como va a quedar- a 

los menores de 21 años. ¿Cómo piensa enfrentar esta situación el Ejecutivo?  

  Yo daba cifras en la sesión pasada. Por ejemplo, en 2002 se 

concedieron menos becas “Presidente de la República” para la enseñanza media que 

en 2001. No tengo las cifras para este año;  pero temo que no haya un incremento. 

Hasta donde yo entiendo, el apoyo que ofrece el Estado alcanza la cifra de 20 mil 

posibles beneficiarios, pero tenemos 120 mil. Quiero saber cómo le vamos a ayudar 

a esas 80 mil ó 90 mil personas –no todas tendrán problemas económicos- o cómo 

dar esa respuesta a través de subsidios y becas, para que realmente tal derecho no 

sea simplemente un saludo a la bandera, un acto muy bonito, en donde nos vamos a 

congratular por lo que estamos haciendo y considerarnos un país culto y educado, 

pero que, en la práctica, aprobamos leyes que no se pueden aplicar. 

  Por eso, señor Presidente, junto con dar mi sanción a esta reforma 

constitucional -que considero de la mayor importancia-, quiero tener la conciencia 

tranquila en cuanto a cómo el Ejecutivo tiene programado responder a la demanda 

económica que surgirá a partir de su puesta en práctica, demanda que se puede 

plantear ante los tribunales de justicia sobre la base de la doctrina constitucional 

conforme a la que tales derechos son exigibles directamente, sin necesidad de una 

ley previa. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hago presente a la Sala que la discusión en 

general está terminada. Por lo tanto, lo que procede ahora es pronunciarnos sobre la 
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indicación leída por el señor Secretario. En consecuencia,  ruego a los señores 

Senadores inscritos ceñirse al texto de ella. 

  Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, me alegro de que Su Señoría haya recordado 

el objetivo del debate: la indicación ya leída.  

  Quiero señalar que en el acuerdo, en el cual participó también el 

Senador señor Larraín, se aclaró un aspecto de carácter constitucional que en el 

texto primitivo aparecía confuso. En efecto, al expresarse que la educación básica y 

la media eran obligatorias (esta última hasta los 18 años de edad), se circunscribía el 

ámbito de la primera. Por eso se agregó otro inciso donde se establece que la 

educación media es obligatoria y que el Estado deberá financiar, en conformidad a 

la ley, un sistema gratuito destinado a asegurar el acceso a ella de toda la población 

hasta cumplir los 21 años de edad. 

  El tema surge, señor Presidente -y es bueno recordarlo-, porque 15 por 

ciento de los jóvenes no acceden hoy a la enseñanza media. Mientras la cobertura en 

la básica alcanza al ciento por ciento, en la educación media baja al 85 por ciento. A 

eso apunta la reforma. 

  Para terminar, me voy a referir a la aprensión de Su Señoría en materia 

de recursos. No me cabe ninguna duda de que si esta indicación fue aceptada 

también por el Ejecutivo es porque cuenta con ellos. Ésa fue precisamente la razón 

para que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia decidiera archivar la 

moción que presentamos con el entonces Senador señor Bitar, hoy Ministro de 

Educación. Por tratarse de una iniciativa parlamentaria, no había seguridad en 

cuanto a si existía financiamiento para implementar la reforma. 
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  Hoy día se cuenta con el patrocinio del Gobierno, de manera que tales 

dudas –legítimas en el análisis de un señor Senador- se disipan frente al respaldo 

contundente manifestado por el Ejecutivo. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 

Fernández. 

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, independientemente de estar de acuerdo con el 

fondo de la indicación, considero necesario, desde el punto de vista de una buena 

técnica legislativa, redactarla en otros términos, porque de lo contrario los incisos 

quinto y sexto van a quedar exactamente iguales, con la única diferencia de que uno 

dice "media" y el otro, "básica". 

  El inciso quinto vigente señala: "La educación básica es obligatoria, 

debiendo el Estado financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a asegurar 

el acceso a ella de toda la población". Y el planteado en la indicación expresa: 

"Asimismo, la educación media es obligatoria", debiendo el Estado financiar un 

sistema gratuito con tal objeto, "destinado a asegurar el acceso a ella de toda la 

población". 

  No se trata de una cuestión de fondo, sino de técnica legislativa que 

resulta importante considerar cuando se trata de la Constitución. Bastaría con 

perfeccionar la redacción, agregando al inciso quinto que tanto la educación básica 

como la media son obligatorias, debiendo el Estado financiar un sistema gratuito, y 

aclarar que en el caso de la educación media dicha obligación subsiste hasta los 21 

años de edad. Podría buscarse una redacción de ese tipo, pero no incurrir en una 

repetición que constituye un error de técnica legislativa grave y especialmente 

sensible tratándose de la Carta Fundamental.  
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  Estando de acuerdo con la idea -repito-, me parece conveniente 

perfeccionar el texto para que la norma quede redactada en términos armoniosos. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene razón, señor Senador, pero debo 

informarle que la Mesa ha recibido una indicación de los Honorables señores 

Coloma y Chadwick que apunta en esa misma línea. Así que, junto a Secretaría, 

vamos a adecuarla con el objeto de que al momento de iniciarse la votación 

contemos con un texto que elimine la repetición o duplicidad que ha hecho notar Su 

Señoría. 

  Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide. 

  Reitero que estamos en la discusión particular. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, la discusión del precepto quedó a cargo de 

cinco o seis Senadores que nos reunimos con el señor Ministro para ver cómo 

resolver en definitiva, primero, la interpretación incorrecta que en su momento hizo 

ver el Honorable señor Lavandero, y segundo, el fondo de la cuestión que motivó en 

la Sala dos posiciones: una, según la cual el Estado no podía dar sino obligatoriedad 

y recursos (fundamentalmente lo segundo) hasta los 18 años, y otra que sostenía que 

la obligación del Estado debía extenderse a todos quienes no tuvieran educación 

secundaria o media, con el objeto de consagrar en la Constitución una norma amplia 

y no con una limitación inadecuada, como lo hice ver en su oportunidad. 

  El Ejecutivo esgrimió básicamente razones de costo. Por otra parte, 

argumentó que hoy existen programas para los adultos sin educación media, y que el 

problema podía seguir enfrentándose por esa vía. Y, finalmente, en cuanto a los 

abusos que se están cometiendo -tema que también se planteó en la Sala-, señaló 
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que, mientras la situación no estuviera regulada, había que actuar con ponderación y 

cuidado. 

  El grupo de Senadores que redactó la indicación (entre paréntesis, me 

parece razonable modificarla en la forma propuesta) escogió un camino intermedio, 

consistente en garantizar la educación media, no hasta los 18 años, sino hasta los 21 

-o sea, dar tres años más-, y resolver el problema del resto de quienes carecen de 

educación media por la vía de programas concretos que el Gobierno -éste y los que 

vengan, cualesquiera que sean- deberá continuar poniendo en marcha para 200 mil o 

300 mil personas. 

  En definitiva, para no seguir hablando sobre un proyecto que habíamos 

acordado sólo votar, debo señalar que aprobaremos la indicación, porque 

comprometimos nuestra palabra y porque representa lo que razonablemente el señor 

Ministro ha planteado como lo posible, para no caer en una petición exagerada que a 

lo mejor ningún Gobierno podrá resolver de manera adecuada. 

  No es -así se lo hice ver al señor Ministro y lo manifesté claramente en 

la Sala- lo que yo hubiera querido; pero también es verdad que en política, en este 

tipo de materias, a veces se produce la necesidad de hacer lo posible y avanzar 

posteriormente de un modo distinto. 

  En ese sentido, en su momento planteé que el problema educacional no 

se resolverá mientras no se den pasos -lo voy a reiterar hasta la saciedad- en el 

ámbito de la educación parvularia, en su realidad objetiva de segundo nivel. 

Mientras no abordemos eso, la cadena educacional y la necesidad de cubrir la 

formación de los muchachos y muchachas en Chile, para ponernos a tono con la 
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realidad actual, siempre estarán en déficit. Por eso al señor Ministro de Educación le 

he pedido, tanto personal como públicamente, que tenga en consideración ese punto. 

  En cuanto a las expresiones de un Honorable colega, que intervino con 

anterioridad planteando modificar la indicación, quiero manifestar que, si varios 

Senadores decidimos acceder a la limitación de los 21 años y no insistir en dejar 

abierto el precepto, lo hicimos en función de la responsabilidad del Ejecutivo de 

financiar algo que era posible. 

  Por eso que, después de aceptar los términos de la disposición en la 

reunión que realizamos en la oficina del señor Ministro, por los motivos anotados y 

los expuestos por el mismo Senador señor Larraín, me llama la atención que Su 

Señoría formule ahora observaciones justamente respecto del financiamiento de la 

reforma. Resulta curioso que los partidarios de un precepto más abierto no 

reclamemos el respaldo económico adecuado, y que quienes asumieron 

positivamente que el Ejecutivo limitara las expectativas por razones de 

financiamiento suficiente y responsable, vengan ahora a exigir los fondos necesarios 

para llevar adelante la enmienda constitucional. 

  Por las circunstancias indicadas, señor Presidente, anuncio el voto 

favorable de los Senadores democratacristianos. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Silva. 

El señor SILVA.- Señor Presidente, cuando este proyecto de reforma se sometió a la 

consideración de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, tuve 

oportunidad de hacer presente que la iniciativa del Ejecutivo era muy plausible, pero 

que, con todo, nos parecía limitativa al acotarla a los 18 años de edad. Estimé que 

contenía una discriminación que no era aceptable desde el punto de vista de los 
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derechos que se consagran en el correspondiente capítulo de la Constitución. Hice 

presente, por lo tanto, que votaría afirmativamente el proyecto, pero que en la Sala 

me reservaría el derecho de sostener aquella observación, por parecerme 

discriminatoria la norma propuesta. Tal criterio fue planteado pormenorizadamente 

por el Senador señor Parra, y de alguna manera, cuando pidió dividir la votación, 

nos dimos cuenta de que en el Senado existía un ambiente favorable a nuestra 

apreciación. 

  Sin embargo, no me voy a oponer. Inclusive he firmado el proyecto de 

indicación presentado por los Senadores señores Chadwick y Coloma con el de 

aclarar el texto primitivamente aprobado como norma de acuerdo en el sentido de 

que la educación media se extiende hasta los 21 años de edad. 

  Al mismo tiempo quiero dejar testimonio, una vez más, de que el 

pensamiento expresado por el Honorable señor Larraín me interpreta claramente. En 

el fondo coincidimos en cuanto a que el establecimiento de un derecho de esta 

naturaleza no puede ser objeto de las limitaciones que se proponen, sólo por razones 

de índole económica. Hubiese sido mucho más razonable aprobar una norma 

transitoria, como el Senador señor Larraín planteó en su oportunidad, pues a nuestro 

juicio habría permitido aclarar la materia sin discusiones. 

  Con todo -y con el propósito de no seguir obstruyendo un debate que, 

en cuanto al verdadero fondo del asunto, constituye perfectamente un avance desde 

el punto de vista de nuestra norma constitucional-, votaré favorablemente el texto 

presentado por los Senadores señores Chadwick y Coloma. 

  He dicho. 
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El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 

Cantero. 

El señor CANTERO.- Señor Presidente, estimo que la iniciativa es muy plausible. El 

principio de obligatoriedad de las educaciones básica y media me parece de la 

mayor justicia. Sin embargo, no logro comprender por qué la primera es un derecho 

ciudadano durante toda la vida, en tanto que la segunda lo es sólo hasta los 20 años. 

Cuando la persona cumple 21, termina la obligación del Estado en ese aspecto. 

  Hablando claramente, me parece mucho más lógica y razonable la 

definición de la Cámara de Diputados, que establece como principio la 

obligatoriedad de impartir la enseñanza básica y la media. No resulta comprensible 

que una circunstancia coyuntural, de carácter económico y que puede durar uno, tres 

o cinco años, inhiba una declaración de principios llamada a regir por cincuenta 

años, según esperamos. No tiene mérito suficiente la argumentación de la 

transitoriedad en cuestiones económicas, o de necesidades de financiamiento. Esto 

me preocupa, y no quiero pensar que esta iniciativa tendrá únicamente carácter 

simbólico, como se ha dicho, o que responda sólo al deseo de hacer lo políticamente 

correcto, sin que nos preocupe el fondo del asunto. 

  Lo digo porque el mundo que emerge en la sociedad contemporánea 

establece precisamente la necesidad de la educación y la formación continua de las 

personas a lo largo de toda la vida, de toda su existencia. Aquellos que no cumplan 

con tal requerimiento, crucial en la nueva sociedad que emerge, van a quedar 

indefectiblemente al margen del desarrollo, descalificados o incapacitados para 

acceder a la sociedad de la información y el conocimiento. Por eso, no es 

comprensible el que se limite esta obligación hasta los 21 años. Considero que eso 
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repugna a la inteligencia. Y no parece lógica la argumentación de la transitoriedad o 

precariedad circunstancial de las finanzas públicas. 

  Lo que me preocupa –quiero plantearlo con total claridad- no es la 

cantidad de años que debe mantenerse un ciudadano en el sistema educativo. 

Públicamente he de reclamar al Ministerio que lo que se debe perseguir es la calidad 

de la educación que se entrega. Porque de lo contrario, al extender la cobertura de la 

enseñanza media, estaríamos ocupándonos sólo de hacer un gesto simbólico –como 

se ha dicho-, que nos haga aparecer muy bien frente al mundo. Lo que se requiere en 

verdad es una calidad tal de educación, que habilite al ciudadano con las destrezas 

necesarias para enfrentar al mundo que emerge, que es el del conocimiento y del 

manejo de la información.  

  Por otra parte, quiero formular una pregunta directa al señor Ministro. 

La obligatoriedad, que entendemos gradual, representa un imperativo en el ámbito 

jurídico legal. Hoy, cuando un estudiante de enseñanza básica interrumpe el 

proceso, la sociedad queda habilitada para recurrir a Carabineros, si es necesario, 

para que lo complete. ¿Cómo afecta esto a la educación media? ¿Cómo afecta al 

ciudadano hasta los 21 años? ¿De qué manera se va a regular esta situación? Me 

gustaría escuchar un planteamiento acerca de la forma en que funcionará el sistema, 

o de cómo el Gobierno tiene pensado implementarlo para que la obligatoriedad no 

termine generando dificultades a un número muy elevado de personas que todavía se 

mantiene al margen de la enseñanza media. 

  Una última reflexión. La educación básica tiene una cobertura muy 

amplia en Chile. La enseñanza media es la que presenta dificultades, particularmente 

en los segmentos superiores de la población. Por esa razón, una vez más indico que 
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me parece absolutamente impropio el límite de los 21 años de edad que se impone a 

la vigencia de estos principios constitucionales. No encuentro la lógica que hay 

detrás de ello. 

  He dicho. 

El señor RÍOS.- Pido la palabra. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hay tres señores Senadores inscritos con 

antelación, antes de ofrecer la palabra a Su Señoría. 

  La tiene el Honorable señor Espina. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, debo recordar que esta iniciativa fue despachada por 

unanimidad en la Comisión de Educación y luego en la de Constitución.  

  El texto sometido a la consideración de la Sala en la última sesión, 

presentaba una serie de imperfecciones y motivó al señor Ministro de Educación a 

solicitar que se elaborara un texto por los Parlamentarios que habían participado en 

el debate en dichos organismos. 

  Lo importante es señalar que se rectificó el error contenido en el 

proyecto despachado la semana pasada, en el sentido de que establecía un límite a la 

educación básica, que hoy, según la Carta Fundamental, es obligatoria y sin límite 

de edad. De acuerdo con lo aprobado en su momento por las Comisiones de 

Constitución y de Educación, unidas, la educación básica quedaba limitada hasta los 

18 años. Esa situación se resolvió y, por lo tanto, ahora no tiene límite de edad. 

  En cuanto a la enseñanza media, hay que hacer fe en lo que nos ha 

señalado el señor Ministro de Educación. Él nos ha dicho, responsablemente, que 

establecer una norma que no ponga límite a la gratuidad de la educación media por 
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sobre los 20 años implica un problema de financiamiento que el Gobierno no está en 

condiciones de afrontar.  

  Nada peor que dictar disposiciones respecto de las cuales 

posteriormente haya que señalar que se carece de recursos. Me parece responsable 

de parte del Gobierno determinar hasta dónde podemos llegar. Si hoy podemos fijar 

hasta 21 años, ello no significa que en el futuro, si las condiciones del país mejoran, 

no podamos extender la enseñanza media, al igual que la educación básica, a toda la 

vida de las personas. 

  Seguidamente, es importante también reparar en algo que ha dicho el 

Senador señor Cantero, y que pido al señor Ministro se sirva aclarar. Se trata de un 

punto que no se debatió en la conversación que sostuvimos en el Ministerio de 

Educación: la obligatoriedad. Se trata simplemente de clarificarlo para la historia 

fidedigna de la ley. Lo ha mencionado, repito, el Honorable señor Cantero.  

  ¿En qué consiste este punto? Actualmente, la enseñanza básica es 

obligatoria. Ello significa que todas las personas tienen que cursar ese tramo de la 

educación. Y hay una interpretación en términos de que, para acceder a un cargo 

público, por ejemplo, el interesado debe haberla completado.  

  Entiendo que el Honorable señor Cantero pide aclarar si la 

obligatoriedad de la educación media puede significar que haberla cursado se 

establezca como exigencia para todos los cargos. 

  ¿Por qué se plantea aquello, en mi concepto? Porque puede haber 

situaciones de personas sin enseñanza media a las cuales, con una norma de tal 

naturaleza, se las estaría obligando a tenerla para acceder a ciertos trabajos. 
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  En consecuencia, solicito que se aclare ese punto para los efectos de la 

historia fidedigna del establecimiento de la ley, y sobre todo para determinar cómo 

se ha aplicado ello hasta ahora respecto de la educación básica y cómo debería 

aplicarse en cuanto a la media. 

  Sin perjuicio de las perfecciones que, entiendo, se están haciendo a la 

redacción del texto, votaré favorablemente, agregando un punto con relación a lo 

indicado por el Honorable señor Larraín. 

  Hemos de recordar que la reforma constitucional en debate requiere 

para su aprobación dos tercios de los Senadores en ejercicio. Y, junto con otros 

señores Senadores, éramos partidarios de que la norma pertinente fuera transitoria y 

de que lo permanente no tuviese límite de edad. Pero, como hay que reunir 

voluntades y ello significa que no todo lo que uno quiere se puede lograr, porque es 

necesario generar consensos -es el rol del Senado-, obviamente aquí todos debimos 

ceder parte de lo que era nuestra máxima aspiración. Por lo tanto, la disposición 

quedó con carácter permanente, porque de lo contrario no se habrían juntado los 

votos exigidos para aprobarla. 

  Por consiguiente, me pronunciaré a favor, porque me parece que es un 

avance importante consagrar este tipo de preceptos, que fueron muy controvertidos 

y cuestionados en su época, a propósito de la educación básica. Pero si no damos 

pasos en ese sentido, es probable que nunca tengamos el ideal de que todos los 

jóvenes puedan disponer de educaciones básica y media gratuitas. 

  He dicho. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro, quien 

puede intervenir con preferencia, de acuerdo a la norma constitucional. 
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El señor BITAR (Ministro de Educación).- Señor Presidente, para la votación que tendrá 

lugar, y con relación a las expresiones del Honorable señor Cantero, quiero reiterar -

lo señalé en la sesión anterior- un punto de vista que considero significativo y que 

fue compartido por Senadores de todas las bancadas que firmaron las indicaciones: 

el paso que estamos dando, en la primera afirmación, es que las educaciones básica 

y media son obligatorias, tanto en la formulación de la primera de aquéllas como en 

la de la segunda, que en mi opinión, para los fines perseguidos, apuntan en la misma 

dirección y quedan a voluntad de Sus Señorías. 

  Sin embargo, hoy la diferencia entre ambas educaciones radica en que 

la básica es de transición y la media tiene un rasgo terminal, en el sentido de que 

mucha gente concluye su enseñanza en el ciclo medio. 

  Actualmente, en Chile, 45 a 50 por ciento de la educación media es 

técnico-profesional; un millón y medio de personas no han terminado la básica y un 

millón y medio no han concluido la media. ¡Tres millones de chilenos adultos no 

han finalizado la educación media! 

  El compromiso que asume el Estado -y lo hace responsablemente ante 

la ciudadanía- al avanzar en el financiamiento de la enseñanza media es el de 

garantizar gratuidad a doce años de estudios para todos los jóvenes de este país; y en 

el caso de la indicación formulada por los señores Senadores, hasta cumplir los 21 

años de edad. 

  Ir más allá significaría abrir la puerta para que tres millones de 

personas demandaran de inmediato la posibilidad de cursar uno o dos años de 

enseñanza técnico-profesional en la educación media, situación que el Estado no 

está en condiciones de enfrentar. Hay un conjunto de otros cursos para formación de 
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adultos que se halla en proceso y que se está expandiendo. Entre ellos, el Programa 

"Chile Califica", que va en la misma dirección. Con los cambios tecnológicos, hoy 

estamos introduciendo la educación continua, que va a ser permanente en la vida de 

una persona, por la velocidad del conocimiento. 

  Entonces, el paso que damos hoy es importantísimo. Empero, tiene una 

limitación. En el caso de la educación media, 21 años de edad. 

  El Senador señor Larraín hizo un conjunto de consultas acerca de, 

incluso en esa forma restrictiva, cómo se va a materializar una operación de tal 

naturaleza. Si Sus Señorías lo desean, me referiré a ello más adelante. 

  Pero, en la materia mencionada, quería hacer una aclaración con el 

objeto de pedir el respaldo de los señores Senadores a la fórmula de los 21 años que 

se ha convenido. 

  Respecto de los derechos y de la obligatoriedad, entiendo -y lo expresó 

así también el Honorable señor Espina- que se trata, para el ciudadano, de un 

derecho, y para el Estado, de una obligación. Y en tal sentido, a los efectos de 

ejercer una función, ello no constituye ninguna restricción que no esté enmarcada en 

la ley. No constituye exigencia para ocupar cargos, salvo que la ley lo disponga, 

como lo hace, por ejemplo, en el caso de los candidatos al Parlamento. 

  Además, el número 16º del artículo 19 señala en el inciso primero que 

"Toda persona tiene derecho a la libre contratación y a la libre elección del trabajo 

con una justa retribución.”. Y continúa en el inciso segundo: "Se prohíbe cualquiera 

discriminación que no se base en la capacidad o idoneidad personal, sin perjuicio de 

que la ley pueda exigir la nacionalidad chilena o límites de edad para determinados 
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casos.". También se salva, pues, la implicancia que pudiera tener la norma para los 

fines del ejercicio de cargos. 

  Ahora bien, desde el punto de vista del Ejecutivo, las dos fórmulas que 

plantearon los señores Senadores convergen en una misma dirección: garantía de 

que el Estado da gratuidad de educación media hasta los 21 años; de que la básica 

no tiene límite de edad, y de que en el caso de aquélla y de los 21 años se actúa 

conforme a la ley, agregado importante contemplado en la indicación original y que 

debiera estar en cualquier fórmula que concordáramos, desde la perspectiva del 

Gobierno. 

  Gracias, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ríos. 

El señor RÍOS.- Señor Presidente, opino que, después de lo manifestado por los Honorables 

señores Cantero y Espina, primero, y por el señor Ministro de Educación, después, 

estamos entrando en una cuestión de doctrina más que en la forma de redactar una 

indicación destinada a convertirse en precepto de la Carta Fundamental. 

  Al sostener el señor Ministro -también lo considero así; por tanto, 

estoy de acuerdo con él- que toda la redacción está encaminada básicamente a 

establecer un derecho de la ciudadanía y una obligación del Estado, la forma usada 

en la propia Constitución da a los términos una significación distinta. Se dice: “La 

educación básica es obligatoria”. 

  Estimo que lo expresado por el señor Ministro es cierto: se trata de un 

derecho y no de una obligación. 

  Como Parlamento, últimamente hemos cometido errores graves en esta 

materia. En el caso de los concejales, por ejemplo, que son la representación de base 
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más genuina de la sociedad chilena, las obligaciones no existen en materia de 

educación básica. El artículo 73 de la Ley Orgánica Constitucional de 

Municipalidades dispone que para ser elegido concejal se requiere “Saber leer y 

escribir”, y nada más. No se exige educación básica, aquella a que la Carta obliga. Si 

hubiésemos redactado una norma apegada absolutamente a la disposición 

constitucional que obliga a la educación básica, obviamente deberíamos haber 

requerido para ser concejal, a lo menos, cumplir con los preceptos fundamentales. 

¿Y cuáles son en materia de educación? Haber cursado la educación básica. 

  Señor Presidente, mi planteamiento se basa en textos que existen y que 

se encuentran en aplicación. 

  Y termina dicha Ley Orgánica Constitucional estableciendo 

obligaciones distintas de las que consagra la Carta. Ello reafirma lo que sostiene el 

señor Ministro: aquí estamos estableciendo derechos y no obligaciones. ¡Digámoslo 

así, entonces! 

  Ahora, desde el ángulo de los derechos que confiere la Constitución 

vigente, a todos los ciudadanos asisten derechos. Entre ellos, el derecho a la 

educación. “La educación tiene por objeto” -dice el inciso segundo del artículo 19, 

Nº 10º- “el pleno desarrollo de la persona en las distintas etapas de su vida.". Y el 

inciso tercero dispone que "Los padres tienen el derecho preferente y el deber de 

educar a sus hijos.". 

  No se establece la educación como un elemento propio de la acción 

básica y sin que posteriormente el resto no tenga responsabilidades. ¡No! Existen 

planes, programas, que el Ministerio de Educación desarrolla; tiene potestades para 

ello; y el país cumple. Por último, las cosas generalmente se hacen. 
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  Aún más: todos conocemos municipalidades que buscan candidatos a 

los efectos de impartir educación media para adultos en las tardes. Eso es usual. 

Existen fondos para tal objeto. Y el interés de la gente está muy relacionado con la 

disponibilidad de recursos. 

  Por lo tanto, conociendo ejemplos de leyes vigentes que establecen 

una obligación distinta de la consagrada en el texto constitucional, deseo recoger lo 

manifestado por el señor Ministro y el planteamiento del Senador señor Cantero y 

unir ambas cosas en el sentido de que aquí, con las expresiones empleadas, se está 

instituyendo claramente un derecho y no una obligación de las personas. 

  He dicho. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 

Naranjo. 

El señor NARANJO.- Señor Presidente, sólo quiero expresar nuestra voluntad de respaldar 

la indicación, pues tenemos muy claro que en este momento debemos preguntarnos 

qué es lo realista, qué es posible hacer hoy día como Estado. Y todo parece indicar 

que no resulta factible un planteamiento en términos amplios.  

  En todo caso, consideramos que estamos dando un tremendo paso. No 

olvidemos que, para llevar a cabo las transformaciones educativas indispensables 

para extender la enseñanza primaria de cuatro a seis años o de seis a ocho, Chile 

vivió un largo proceso de casi medio siglo. Por consiguiente, hemos de asumir que 

la educación implica un proceso y no modificaciones instantáneas. 

  Desde esa perspectiva, entendiendo los argumentos aducidos aquí en el 

sentido de que el texto es limitativo, restrictivo, no podemos dejar de lado lo que 

actualmente se halla al alcance de nuestro país. Y eso es lo que hay que valorar. 
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Porque estamos olvidando lo esencial para abrir paso a cuestiones que, si bien tienen 

importancia, no son las fundamentales.  

  Lo relevante es que hoy día Chile da un paso gigante al establecer la 

obligatoriedad de la educación media. Y eso es lo que debemos apreciar. 

  ¿Cuándo lo iremos haciendo? En el transcurso de los años, como 

ocurrió en el pasado -reitero- al extenderse la educación básica de cuatro a seis años, 

y luego, de seis a ocho. Ello significó un largo proceso, donde el Estado fue 

adecuando recursos para poder implementar tales medidas.  

  Insisto: eso es lo que debemos valorar hoy día. Y por ello apoyaremos 

la indicación respectiva. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 

Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en verdad, la discusión general se realizó durante la 

sesión anterior, y en ella intervinimos varios Senadores. Entiendo que los 

planteamientos formulados ahora dicen relación, básicamente, a si la indicación se 

ajusta a lo que el texto constitucional requiere. 

  Ante todo, asumo en plenitud lo señalado por el Senador señor 

Fernández. Si uno lee la indicación consensuada, observa que, más allá de las 

discusiones de fondo que puedan promoverse y entendiendo que se enmarca dentro 

de lo posible, se halla bien inspirada. Pero si se agrega como inciso a la actual norma 

constitucional, se genera una reiteración de conceptos que no existe en parte alguna 

del Texto Fundamental y que resulta muy inadecuada, más aún considerando que es 

perfectamente factible armonizar inteligentemente ambos incisos y refundirlos en 

uno solo del todo entendible por las personas. 
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  En esa virtud, y para hacer un aporte, junto con los Senadores señores 

Chadwick y Silva presentamos una indicación cuyo contenido de fondo recoge esa 

idea, pero con una articulación diferente, que esencialmente dice: “La educación 

básica y media son obligatorias, debiendo el Estado financiar un sistema gratuito 

con tal objeto, destinado a asegurar el acceso a ellas de toda la población. En caso de 

la educación media este sistema, en conformidad a la ley, se extenderá hasta los 21 

años de edad.” 

  Creo que esa redacción de alguna manera recoge los dos conceptos 

envueltos en la disposición: por un lado, la obligatoriedad, la cual queda 

perfectamente entendida y acotada, y por otro, la garantía del Estado en cuanto al 

financiamiento, que respecto de la educación básica no tiene límite, y en el caso de 

la media, por razones presupuestarias, obliga a la restricción, conforme a la ley, 

hasta los 21 años de edad. 

  De esa forma, señor Presidente, podemos llegar a un texto que, 

igualmente consensuado, supera las objeciones legítimas planteadas por varios 

Senadores y apunta al exacto sentido que todos buscamos con este acuerdo en 

materia constitucional. 

  He dicho. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Deseo plantear una cuestión de procedimiento, señor 

Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 

Chadwick. 

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, como ya lo explicó el Senador señor Coloma, la 

indicación que presentamos tiene por objeto corregir únicamente un problema de 
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redacción. Sin embargo, deseo precisar algo que surgió en el debate a raíz de la 

consulta que hicieron los Honorables señores Espina y Cantero y del planteamiento 

formulado por el Senador señor Ríos. 

  Para los efectos de dilucidar un problema constitucional que se puede 

presentar a futuro, debo señalar que, en estricto rigor, la educación es un derecho. 

¿Pero por qué la Constitución -y desde la de 1925 en adelante- la ha establecido, en 

el caso de la educación básica, como una obligación? Para reconocer una situación 

social. Dada su importancia, la educación, que obviamente es un derecho, se 

consigna en términos obligatorios porque, considerando la realidad social del país, 

es necesaria alguna exigencia para el cumplimiento del nivel educacional tan 

esencial que es la enseñanza básica, a la cual ahora agregamos la media. 

  Aquello es muy similar a la figura, que se presta para una eterna 

discusión, vinculada con el sufragio: la Constitución consagra éste como derecho, 

pero todo indica que es un deber, de acuerdo con la exigencia impuesta en Chile 

para votar. 

  Ésa es la razón por la cual el derecho en comento se transforma en 

obligación: la necesidad de exigir su cumplimiento, por la importancia de la 

educación, atendida la realidad social de nuestro país. 

  Sin embargo, el hecho de que la Constitución -y esto es lo que me 

interesa precisar- establezca tal derecho como obligación no significa que para el 

ejercicio de cargos populares o de funciones públicas la ley deba consignarlo como 

exigencia obligatoria. 

  Por ejemplo, el servicio militar también está consagrado en la Carta 

Fundamental como obligación; pero la ley no señala que para ser Parlamentario o 
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desempeñar un empleo público sea preciso estar al día en el cumplimiento de aquel 

deber. Las exigencias se determinan según la naturaleza del cargo. Por eso la norma 

pertinente queda abierta para que la ley o la Carta Fundamental así lo puedan 

disponer. Pero no necesariamente se deduce una cosa de la otra, pues de lo contrario, 

sin duda, tendríamos un problema muy serio, dada la exigencia de los cargos 

públicos, al requerir enseñanza media. Así se ha hecho siempre. Y hay mucha 

legislación sobre la materia. 

  He dicho. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señores Senadores, el Honorable señor 

Fernández hizo una proposición, que fue recogida por la Mesa. Se dijo que íbamos a 

llevar a cabo la discusión particular y que, en definitiva, se buscaría una fórmula que 

incluyera la totalidad de lo sugerido en las distintas indicaciones. 

  En mi concepto, hay plena coincidencia con la redacción que surgió 

del acuerdo político -por así denominarlo- entre diversos señores Senadores y el 

señor Ministro de Educación; sin embargo, ella tiene el inconveniente de la 

redundancia, al agregarse como nuevo inciso a la norma constitucional pertinente. Y 

existe otra indicación, suscrita por distintos Senadores, entre ellos los Honorables 

señores Coloma y Chadwick, cuyo texto es equivalente a todo lo discutido y 

planteado en la Sala. 

  Por lo tanto, vamos a refundir las indicaciones en un solo texto, 

sustitutivo del inciso quinto del numeral 10º del artículo 19 de la Carta, que quedaría 

de la siguiente manera: “La educación básica y la educación media son obligatorias, 

debiendo el Estado financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a asegurar 
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el acceso a ellas de toda la población. En el caso de la educación media este sistema, 

en conformidad a la ley, se extenderá hasta cumplir los 21 años de edad.”.  

  ¿Habría acuerdo... 

El señor CANTERO.- Pido la palabra. 

El señor ABURTO.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 

Cantero, y luego, el Senador señor Aburto, con la advertencia de que estamos 

entrando a la instancia de la votación. 

El señor CANTERO.- Señor Presidente, sólo deseo hacer un comentario previo que me 

parece absolutamente necesario. 

  En general, me parece que dicho texto no es lo ideal, pero avanza en 

un sentido correcto; por ende, estoy disponible para aprobarlo. Sin embargo, 

considero que no se puede dejar pasar lo siguiente. 

  La redacción alternativa -es la que a mí me interesa- para dejar abierta 

esta materia y regularla en la ley no es posible porque, según expresó el señor 

Ministro, ello significaría que tres millones de ciudadanos estuvieran en condiciones 

de hacer exigible el derecho que se confiere. Y eso es -señor Presidente y señor 

Ministro- lo que, en conciencia, me obliga a levantar la voz. Esos tres millones de 

chilenos, que necesitan acceder a la sociedad de la información y del conocimiento y 

que requieren educación continua -porque de lo contrario van quedando 

marginados-, son los que nos deben hacer analizar conscientemente el alcance y la 

profundidad de esta reforma. La velocidad de los cambios y la perecibilidad del 

conocimiento (el que, como hemos escuchado en reiteradas ocasiones, en ocho años 

cambia absolutamente) determinan la necesidad de reflexionar sobre el alcance de 
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esta modificación constitucional. Y esto es lo que me lleva a pensar que se está 

cometiendo un error, aun cuando creo que se avanza en el sentido correcto. 

  Muchas gracias. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 

Aburto. 

El señor ABURTO.- Señor Presidente, no sé si el Senador señor Cantero se refirió a lo 

mismo que yo iba a decir. Me parece que algo de eso hay. 

  Me preocupa que un gran segmento de la población -jóvenes de entre 

18 y 20 años- quedará marginado de este beneficio cuando comience a regir esta 

reforma. Por eso, echo de menos una norma transitoria que les permita recibir este 

tipo de educación, ya que, como todos sabemos, haberla completado se transforma 

en un requisito fundamental para ingresar a la Administración Pública. 

  Por lo tanto, en este momento me preocupa ese vacío, y lo ideal es 

poder solucionarlo mediante... 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pero la reforma abarca a personas de hasta 

21 años. 

El señor ABURTO.- Sí, pero los que en este momento ... 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Están sobre los 21...? 

El señor ABURTO.- Me refiero a los que, cuando entre en vigencia la disposición, no van a 

alcanzar a cumplir en ese plazo los años que les faltan para ... 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Habría que estudiar ese tema. Dicen que 

peor es nada. Por lo menos, se logró un avance. 

  Yo hice una proposición a la Sala. ¿Habría acuerdo para aprobarla, 

entendiéndose refundidas en ella todas las indicaciones? 
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  --Se aprueba la indicación (36 votos favorables), dejándose 

constancia de que se cumple con el quórum constitucional requerido, y queda 

despachado el proyecto en este trámite. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor BITAR (Ministro de Educación).- Señor Presidente, quiero agradecer al Senado su 

respaldo a esta reforma, la que constituye un paso histórico, porque en la Carta 

Fundamental quedará establecida la voluntad del pueblo chileno de dar el paso 

bastante sustantivo de extender a 12 años la escolaridad obligatoria. La de nuestros 

abuelos fue del orden de los 4 a 5 años; la de nuestros padres, de 7 años, y la del 

promedio nacional actual, según cifras del último período, es de 10 a 10,5 años. 

  Asimismo, cabe destacar que, como país, continuaremos trabajando 

por la educación de adultos. Esto no limita; al contrario, los cambios tecnológicos 

obligan a una educación continua. Y el hecho de que no figure en la Constitución no 

significa que no haya políticas para lograrla, lo que implica que no hay 

obligatoriedad del Estado para proporcionarla y en forma gratuita, como se plantea 

hoy día. 

  Por otra parte, tocante a las consideraciones hechas por algunos 

señores Senadores, deseo expresar que, fijado el límite de 21 años y suponiendo que 

la Cámara de Diputados ratifica esta disposición y que así la despacha el Congreso 

Nacional, el Ejecutivo, los colegios, los alcaldes deben poner en movimiento un 

proceso que permita alcanzar esta meta. 

  No estoy en condiciones de dar una respuesta cabal a cómo se 

materializarán los plazos y los recursos, porque no sabíamos si se iba a aprobar un 

límite de 21 o de 18 años.  
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  No nos olvidemos que entre 1920, fecha en que se aprobó la primera 

Ley de Instrucción Primaria Obligatoria, y hoy, 83 años después, la cobertura 

alcanza a 98,5 por ciento. 

  Sin embargo, para dar una respuesta parcial a lo señalado por algunos 

señores Senadores, especialmente al Honorable señor Larraín, quiero señalar que, en 

todo caso, tenemos en curso un conjunto de medidas que incluye la inversión en 

infraestructura, la que está llevándose a cabo, además, para la jornada escolar 

completa. Como un dato estimativo para los señores Senadores, señalo que 

necesitaríamos 2 mil 200 aulas para albergar 100 mil cupos adicionales, sobre la 

base de un promedio de 45 alumnos por curso. Y ello representa 10 por ciento de la 

inversión requerida para entregar jornada escolar completa a todos los jóvenes 

chilenos. 

  Asimismo, se están dando pasos, a través de programas como “Chile 

Califica” y “Becas Liceo para Todos” y de un conjunto de otras medidas destinadas 

a extender la educación sobre la base de subsidios diferenciales, para retener a los 

jóvenes. Estos esfuerzos están vinculados a “Chile Solidario” y a otros programas 

cuyo objetivo es reducir la deserción, que hoy día afecta a un número importante de 

mujeres y hombres. 

  En ese sentido, se está implementando un conjunto de medidas. 

Tenemos que cuantificarlas bien y fijarnos plazos. De allí la importancia de la 

expresión “en conformidad a la ley”, que ha aprobado la Sala. 

  Solicitaré a los funcionarios del Ministerio de Educación que elaboren 

un documento con precisión de metas y alcances, incluyendo cifras y plazos, para 

ponerlo a disposición del Senado. 
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  He dicho. 

CREACIÓN DE COMISIÓN DE ÉTICA DEL SENADO 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de acuerdo que modifica el 

Reglamento de la Corporación, con el objeto de crear una Comisión de Ética del 

Senado, iniciado en moción de los Senadores señores Cantero, Fernández, Naranjo, 

Silva y Valdés. 

          S 660-09 

  --Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 660-09) figuran 

en los Diarios de Sesiones que se indican: 

  Se da cuenta en sesión 31ª, en 11 de marzo de 2003. 

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los señores Senadores que suscribieron la iniciativa 

son integrantes de la Comisión Especial encargada de estudiar un código de 

conducta parlamentaria. 

  El proyecto de acuerdo fue eximido del trámite de Comisión por 

acuerdo de la Sala, adoptado en una sesión anterior. 

  El objetivo principal de la iniciativa es crear una Comisión que 

conozca y resuelva cualquier situación de orden ético que afecte a los señores 

Senadores, teniendo las más amplias atribuciones para el desempeño de su 

cometido. 

  El texto del proyecto de acuerdo se consigna en el boletín 

correspondiente, que Sus Señorías tienen a la vista. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Los Comités acordaron proponer a la Sala 

aprobar en general el proyecto, realizar su discusión una vez presentadas las 

indicaciones y fijar el 1 de abril como plazo para formularlas. 
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El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, deseo hacer una proposición complementaria. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. 

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, estimo adecuado que algún miembro de la Comisión 

Especial nos proporcione una visión general de los factores inspirativos del 

proyecto, con el compromiso de no iniciar un debate. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Senador señor Cantero, Presidente de la 

Comisión Especial, podría hacer una exposición, sin perjuicio de que otros 

miembros de ésta intervengan. 

  --Se aprueba en general el proyecto de acuerdo, y se fija como 

plazo para presentar indicaciones el 1 de abril próximo. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 

Cantero. 

El señor CANTERO.- Señor Presidente, la iniciativa ya está aprobada, de manera que trataré 

de ser muy breve. 

  La Comisión Especial encargada de estudiar un código de conducta 

parlamentaria celebró un número importante de sesiones, en las cuales analizó esta 

propuesta de Código. 

  Luego del receso legislativo de febrero, se llegó a la conclusión de 

que, por muy acotado o detallado que fuera el código de conducta parlamentaria, 

siempre sería restrictivo respecto del ámbito de acción que debe acometer la 

instancia que se procura crear, es decir, una Comisión de Ética del Senado. Ésta 

tiene un amplio alcance en todo lo que diga relación a nuestra conducta como 

Parlamentarios. 
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  Por esa razón, se tomó la decisión de avanzar en los artículos que la 

crean y disponen la forma en que se genera, cómo opera, con qué facultades cuenta, 

y en la norma transitoria, relativa a que treinta días después de aprobada la 

modificación del Reglamento y de creada la Comisión de Ética se implementará un 

sistema transitorio para generar sus siete miembros: cinco titulares y dos suplentes. 

  Aclaro que esa integración obedece al hecho de que en muchas 

ocasiones los titulares se inhabilitarán por hallarse comprometidos de alguna manera 

con el tema en discusión, ante lo cual ya habrán sido definidas por la Sala las dos 

personas que podrán incorporarse al procedimiento respectivo. 

  Lo que se busca es dar a la Comisión las más amplias facultades para 

pronunciarse sobre todos los temas que digan relación a la ética o la conducta de los 

señores Senadores. 

  El trabajo efectuado, es decir, todo un código, queda a disposición de 

ese órgano, que será el titular y deberá implementar cada uno de sus alcances. Sobre 

el particular, resolverá de acuerdo con sus propios criterios y prioridades, en el 

evento de que lo estime pertinente, o bien, definirá los procedimientos conforme a 

los temas que le sean planteados. 

  Ésas son, en términos generales, las normas propuestas. Y la vía más 

expedita es modificar el Reglamento, a fin de incorporar tales conceptos en un plazo 

lo más breve posible. 

  He dicho. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminado el Orden del Día. 

VI. INCIDENTES 

PETICIONES DE OFICIOS 
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El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se les dará curso en la forma 

reglamentaria. 

)----------------( 

  --Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes: 

  Del señor CORDERO: 

  Al señor Ministro de Obras Públicas, sobre PRESERVACIÓN DE 

SECTOR DE PUENTE COLGANTE LA BASTILLA, CUNCO. (Novena Región). 

  Del señor ESPINA: 

  Al señor Ministro de Obras Públicas, respecto de EXPROPIACIONES 

POR MEJORAMIENTO DE RUTA R-90-P, TRAIGUÉN-LUMACO. (Novena 

Región) 

  Al señor General Director de Carabineros, en cuanto a GASTO POR 

OPERATIVO POLICIAL EN PARTIDO DE FÚTBOL PROFESIONAL. 

  A la señora Fiscala Regional de la Novena Región, acerca de 

OBSERVACIONES A ANTEPROYECTOS DE MODIFICACIÓN DE CÓDIGO 

PROCESAL PENAL Y DE FUSIÓN DE TRIBUNALES. 

  Al señor Alcalde de Purén, atinente a PAVIMENTACIÓN 

PARTICIPATIVA EN SECTORES DE JUNTAS DE VECINOS “NAHUELCO” Y 

“DIGNIDAD”. (Novena Región). 

  Del señor FERNÁNDEZ: 

  Al señor General Director de Carabineros, con relación a MEDIDAS 

CONTRA ABIGEATO EN MAGALLANES. (Duodécima Región). 

  De la señora Frei: 



 47

  A los señores Ministros de Educación, de Obras Públicas y de 

Agricultura, referente a RESTAURACIÓN DE COMPUERTAS DE TRANQUE 

SLOMAN, QUILLAGUA. (Segunda Región). 

  Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo y de Bienes Nacionales, 

concerniente a TRANSFERENCIA DE TERRENO A ARZOBISPADO DE 

ANTOFAGASTA. (Segunda Región). 

  De los señores HORVATH y STANGE: 

  Al señor Ministro de Obras Públicas y a la señorita Intendenta de la 

Undécima Región, tocante a ANTECEDENTES DE CAMINO DE COCHRANE A 

VALLE COLONIA (Undécima Región). 

  Del señor RUIZ-ESQUIDE: 

  A Su Excelencia el Presidente de la República, relativo a MOCIÓN 

PARA INVERSIÓN DE EMPRESAS ESTATALES EN PROVINCIAS DE 

ARAUCO Y DE CONCEPCIÓN. (Octava Región). 

  Del señor STANGE: 

  Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo y de Bienes Nacionales, 

sobre POSTULACIÓN A VIVIENDA EN CIUDAD SATÉLITE DE ALERCE, 

PUERTO MONTT; RECLAMO POR OCUPACIÓN EN SECTOR LAGO 

VERDE, LLANADA GRANDE, COCHAMÓ, y COMPRA DE TERRENO EN 

PARGUA, CALBUCO. (Todos de Décima Región). 

  Al señor Ministro de Agricultura, respecto de ALZA DE MULTAS 

POR CORTE Y DESTRUCCIÓN DE ALERCE. 

  Al señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal y al 

señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, en cuanto a 
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APROVECHAMIENTO DE ALERCES POR SEÑOR DOUGLAS TOMPKINS. 

(Décima Región). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el tiempo del Comité Socialista, tiene la 

palabra el Honorable señor Viera-Gallo. 

 “REALITY SHOWS” EN TELEVISIÓN  

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, hace ya algunos meses expuse en la Sala una 

preocupación por el nuevo tipo de programas de televisión introducidos con el 

nombre de “reality shows” -uno de ellos es transmitido por Canal 13 con un éxito 

bastante notable de audiencia- y que han originado un debate importante en la 

comunidad nacional. 

  El Senado aprobó un proyecto de acuerdo para solicitar al Consejo 

Nacional de Televisión que informara al respecto conforme lo establece su Ley 

Orgánica. Y ello contó con un respaldo unánime, registrándose la sola abstención 

del Honorable señor Muñoz Barra. 

  Pues bien, el Consejo dio una primera respuesta, consistente en un 

informe que llegó justo antes de vacaciones. Como es muy probable que los demás 

señores Senadores no lo conozcan, pido que Secretaría saque copias y las distribuya 

a todos ellos. 

  Pero la verdad es que ese texto reviste el carácter mencionado: es el 

primero. O sea, resulta insuficiente. Dicho organismo quedó de hacer un estudio 

sobre el particular y han transcurrido ya varias semanas. Como constituyó un 

acuerdo del Senado, pido que se reitere a través de la Mesa el oficio al Consejo 

Nacional de Televisión, para que se cumpla con lo que se planteó. 
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  Si lo anterior demorara demasiado, solicitaría que se buscase una 

fórmula –quizás, la más flexible- para que esta Corporación reciba los antecedentes 

sobre el tema, que ha preocupado a la opinión pública, ha dado lugar a distintas 

posiciones y ha causado un debate interesante, pues ahora existe ya ese tipo de 

programa en Mega, en Canal 13 y empezará luego en Canal 7. Es decir, se trata de 

algo que de alguna manera se difunde en la televisión nacional y en que se 

coincidirá en el mismo horario, por lo que los telespectadores se encontrarán con esa 

única alternativa, salvo que accedan a las transmisiones por cable. 

  Es cierto que Canal 7, a raíz del debate suscitado, ha dicho que su 

producción tomará en cuenta ciertas consideraciones, sobre todo respecto de la 

dignidad de los participantes. Pero todo ello es muy discutible y habrá que verlo en 

su momento. 

  En síntesis, señor Presidente, pido que Su Señoría o la Mesa se 

comuniquen con la señora Presidenta del Consejo Nacional de Televisión para que 

se cumpla con la obligación legal y para que, en caso de que todavía no se haya 

realizado el estudio, se busque la fórmula más adecuada para que tal vez a una 

Comisión especial o a un grupo de Senadores les sean proporcionados los 

antecedentes por ella o por quien lo estime el Consejo. 

  Gracias. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se distribuirá el informe, entonces, y se 

entrará en comunicación con la señora Presidenta de la entidad mencionada. 

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite una interrupción, señor Presidente? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador. 

El señor LARRAÍN.- Deseo formular una consulta al Honorable señor Viera-Gallo. 
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  Por mi parte, no participé en el debate en que se aprobó el proyecto de 

acuerdo. Y, en realidad, tengo la sensación de que no es pertinente que esta 

Corporación empiece a analizar y a cuestionar o calificar programas de televisión de 

distintos emisores. En consecuencia, no sé en qué contexto se da el asunto y, por tal 

motivo, si se pide un nuevo acuerdo, me interesa saber en qué consiste. 

  Porque la verdad es que encuentro extremadamente delicado que en 

relación con los programas que nos ocupan –que pueden ser muy discutibles, porque 

entiendo que ello forma parte de las reglas del juego- aparezca el Senado en una 

posición censora o celadora de la actuación,... 

El señor VIERA-GALLO.- ¡De los valores! 

El señor LARRAÍN.- ... de los valores, en fin. No me parece que tenga la tutela en ese 

último aspecto. 

  La tiene, sí, en aquellas materias legislativas que versan sobre valores 

y cada uno de nosotros deberá optar. Pero, si nos convertimos en los celadores de lo 

que hacen los creadores en la televisión, en la pintura, en las letras, etcétera, 

podemos entrar, sin querer, en nombre de los buenos valores, más allá de lo que nos 

corresponde. 

  Estoy dispuesto a sostener la discusión pertinente para saber de qué se 

trata, pero me interesaría, antes de que se reformule un acuerdo en nombre de esta 

rama del Congreso, conocer bien el contenido... 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si me permite, Su Señoría, la cuestión no 

dice relación a ese punto. Es un derecho de todos y de cada Senador el solicitar en la 

hora de Incidentes los oficios que se estimen necesarios. Sobre esa base, el 
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Honorable señor Viera-Gallo, en su oportunidad, requirió información al Consejo 

Nacional de Televisión, la que llegó, y ha pedido que se distribuya. 

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, deseo corregir un aspecto. 

  En lo personal, intervine en hora de Incidentes y solicité un informe. 

Pero, además, presenté un proyecto de acuerdo que el Senado aprobó por 

unanimidad. Ese proyecto de acuerdo cuenta con un fundamento legal que el 

Honorable señor Larraín puede estudiar, porque al parecer no se encontraba 

presente. En efecto, al Consejo Nacional de Televisión le asisten dos obligaciones: 

uno, velar por lo que se llama correcto funcionamiento de los servicios de televisión, 

y dos, informar al Presidente de la República, al Senado y a la Cámara cuando se lo 

soliciten. 

  Por lo tanto, no se ha hecho más que aplicar estrictamente la ley, que 

puede que no guste al Senador señor Larraín. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Lo que pasa es que hubo dos momentos, Su 

Señoría. Por una parte, usted intervino, como cualquier otro señor Senador, en hora 

de Incidentes y pidió enviar un oficio al Consejo Nacional de Televisión, lo que se 

hizo. Y en una sesión posterior propuso un proyecto de acuerdo, aprobado por esta 

Corporación, sobre la base de las facultades a que se ha hecho referencia. 

El señor VIERA-GALLO.- La respuesta del Consejo es al acuerdo. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El informe será distribuido, entonces, como 

procede. 

  Y, en cuanto a lo segundo, por petición suya, que corresponde a su 

derecho como Senador, comunicaré a la señora Presidenta del Consejo Nacional de 

Televisión su inquietud tendiente a que se remita la otra parte, que falta. 
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  Ello es lo que debo hacer como Presidente del Senado y no otra cosa. 

  En el tiempo del Comité Institucionales 1, tiene la palabra el Senador 

señor Martínez. 

 PÉRDIDA DE CAJA DE PREVISIÓN DE DEFENSA NACIONAL EN 

INVERLINK. OFICIO 

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, solicito que se envíe un oficio a la Caja de 

Previsión de la Defensa Nacional (CAPREDENA) para que tenga a bien informar 

cuánto es el total de valores comprometidos en la inversión efectuada a través de la 

corredora de Inverlink. 

  Se han difundido varias informaciones sobre el particular en la prensa 

y no está claro si se hallan comprometidos 2 mil 400 millones o 3 mil 400 millones de 

pesos. Y tampoco se sabe cuál será la estrategia y el planteamiento de la Caja para 

recuperarlos. Es evidente que debiera haberse dado a conocer -pero no se ha hecho; 

por lo menos, no se ha difundido- la forma de rescatar dichos valores y las acciones 

judiciales a seguir para resolver el problema. 

  Cualquier pérdida que se produzca en dicha institución 

inmediatamente se refleja en los servicios que presta a sus asociados y a las personas 

que dependen de esa caja de retiro.  

  Por tal razón, es muy importante obtener información exacta sobre los 

montos comprometidos a fin de estar en conocimiento acabado de este asunto. 

  --Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor 

Senador, en conformidad al Reglamento. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Los Comités Institucionales 2, Mixto 

(Partido Por la Democracia) y Demócrata Cristiano no ocuparán sus turnos. 
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  En el tiempo del Comité Mixto Unión Demócrata Independiente e 

Independientes, tiene la palabra el Senador señor Stange. 

USO DE PESTIDIAS: CONSECUENCIAS EN SALUD HUMANA Y MEDIO 

AMBIENTE. OFICIOS 

El señor STANGE.- Señor Presidente, desde hace tiempo, incluso años, la discusión sobre el 

daño que pueden causar los plaguicidas en la salud humana ha decaído en los 

medios de comunicación.  

  Se sabe que pesticidas y elementos químicos relacionados se utilizan 

especialmente entre las Regiones Cuarta y Séptima; pero en la Sexta es donde suelen 

manifestarse mayores complicaciones en épocas de cultivos con alergias y 

problemas diversos, siendo el más preocupante el de las malformaciones congénitas.  

  Por ello, antes de que comiencen los problemas me interesa que 

pongamos atención en el asunto, más aún cuando estamos firmando tratados 

comerciales con diversos países, entre ellos los europeos, que son extremadamente 

cuidadosos en la materia. 

  No puedo decir que la información existente sobre el particular es 

abundante, pero alguna que he logrado rescatar inquieta. Una médica obstetra de la 

Sexta Región informó que en la zona nacían con malformaciones tres veces más 

niños que en el resto del país y que, además, entre sus progenitores la mayoría se 

desempeñaba como obreros y/o temporeros de la fruta.  

  En dicha Región se emplea más de 39 por ciento de los agroquímicos 

ingresados al país. Entre 1996 y 1998 se registraron 442 casos de niños con 

malformaciones congénitas. 
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  Si bien las opiniones son contrapuestas respecto de los efectos que 

puede producir ese tipo de elementos químicos, no es menos cierto que por nuestra 

gente y por las futuras relaciones comerciales debemos preocuparnos del asunto y, 

en algunos casos, adelantarnos a los hechos, para no permitir, si es efectivo, que 

continúen naciendo niños con problemas tan graves que les ocasionan la muerte. 

  Los pesticidas o plaguicidas son sustancias químicas destinadas a 

matar, repeler, atraer, regular o interrumpir el crecimiento de las plagas en su sentido 

más amplio. 

  Simultáneamente con el aumento del uso de plaguicidas, crecieron en 

forma significativa los accidentes y enfermedades asociadas. Según datos de la 

Organización Mundial de la Salud, al año se intoxican 2 millones de personas por 

exposición directa o indirecta a plaguicidas. De ese total, las tres cuartas partes 

corresponden a afectados de países subdesarrollados, donde se utiliza 25 por ciento 

de la producción mundial de plaguicidas. 

  El contacto con pesticidas y su ingreso al organismo a través de la piel, 

por ingestión y/o por la respiración, se produce por exposición en el trabajo o en el 

hogar debido a usos y aplicaciones incorrectas, como falta de medidas preventivas y 

de protección; almacenamiento inadecuado, reutilización de envases y fumigaciones 

aéreas. 

  Los efectos nocivos derivados de lo anterior dependen del tipo de 

pesticida usado, de la dosis, de la vía y del tiempo de exposición. Las consecuencias 

agudas, como vómitos, diarreas, abortos, cefaleas, alteraciones del comportamiento, 

convulsiones, comas, e incluso muerte, están asociadas a accidentes donde una única 

dosis alta es suficiente para provocar los efectos manifestados tempranamente. 
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  Los daños crónicos, como cáncer, leucemia, necrosis de hígado, 

malformaciones congénitas, neuropatías periféricas, a veces sólo malestar general, 

dolores vagos, se deben a exposiciones repetidas y los síntomas aparecen luego de 

largo tiempo, incluso años, de contacto con el pesticida. 

  También existen antecedentes de los perjuicios que producen esos 

elementos químicos al medio ambiente, especialmente a los suelos. Como los 

pesticidas han sido diseñados para entregar alta especificidad de acción, su uso 

genera innumerables efectos indeseados, como la generación de organismos 

resistentes, la persistencia ambiental de residuos tóxicos y la contaminación de 

recursos hídricos con degradación de la flora y fauna.  

  Tales datos se pueden apoyar en la determinación de la Unión Europea 

de retirar del mercado una serie de pesticidas. Un artículo aparecido el 5 de julio del 

año pasado en el diario “El País”, de España, informa que la Unión Europea retirará 

del mercado en julio de este año alrededor de 320 sustancias utilizadas en 

compuestos fitofarmacéuticos, como pesticidas, herbicidas y fungicidas, en virtud de 

la nueva estrategia de la Comisión Europea para evaluar ese tipo de productos. El 

nuevo enfoque obliga a los fabricantes a defender sus productos fitofarmacéuticos y 

a probar que están conforme a las normas de seguridad en vigor. La retirada de la 

mayor parte de los 320 mencionados se debe a que sus fabricantes renuncian a 

defenderlos por motivos económicos.  

  Mas adelante, la información precisa que Bruselas prevé hacer un 

segundo llamamiento para la notificación de otras 200 sustancias en julio del 

presente año, y estima que podrían sacarse de circulación otros 150 productos. Tal 
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cantidad, con las 320 sustancias ya previstas, más las 20 ya retiradas, supondrá un 

60 por ciento menos de pesticidas en el mercado.  

  Eso es, a lo menos, preocupante, pues Chile importa 31 plaguicidas 

que en otros países del mundo se encuentran cuestionados; 23, prohibidos; 5, 

suspendidos, y 22, con uso restringido, de acuerdo con los antecedentes obtenidos.  

  Y un reportaje realizado por la revista “Qué Pasa” precisa: “De las 900 

marcas de pesticidas utilizadas en el país, 130 corresponden a 43 principios activos 

que configuran la lista consolidada de Naciones Unidas, cuyo consumo o venta ha 

sido prohibido o sometido a severas restricciones ante sus potenciales efectos 

cancerígenos, teratogénicos o mutagénicos.”.  

  En mayo del año pasado, representantes de diferentes organizaciones 

relacionadas con el tema, como la Alianza por una Mejor Calidad de Vida; el 

Observatorio Latinoamericano de Conflictos Ambientales; la Corporación de 

Investigación en Agricultura Alternativa, entre otras, enviaron una carta al 

Presidente de la República solicitándole ratificar lo antes posible el Convenio de 

Estocolmo.  

  En dicho documento precisan que el Convenio Internacional sobre 

Compuestos Químicos Persistentes es el resultado de años de negociación para 

obtener compromisos legales que permitan reducir y/o eliminar estos productos, 

siguiendo los acuerdos de la Cumbre de Río celebrada en 1992. El tratado establece 

la adopción de medidas tendientes a la eliminación de 12 de esos compuestos, 

calificados como los más peligrosos para la salud, que serían los siguientes: 

subproductos contaminantes fabricados no deliberadamente: dioxinas y furanos; 
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químicos industriales; pesticidas: DDT, aldrin, dieldrin, endrin, clordano, 

heptacloro, mírex, toxafeno y hexaclorobenceno.  

  Agregan que, por sus características intrínsecas, los compuestos 

orgánicos persistentes son sustancias tóxicas capaces de recorrer grandes distancias, 

de bioacumularse y de contaminar las cadenas alimenticias hasta la leche materna, 

además de traspasar la placenta afectando a las futuras generaciones. Los daños 

comprobados a la salud que ocasionan esos elementos incluyen el cáncer; graves 

alteraciones hormonales; efectos en los sistemas reproductivo, neurológico e 

inmunológico. 

  Si los hechos se están dando de esa forma, me preocupa lo que pasará 

con los agricultores de nuestro país, más aún con aquellos exportadores frutícolas y 

otros, frente a la firma del Tratado Comercial con la Unión Europea, pues es 

conocido que nuestro país utiliza elementos químicos incluso prohibidos en países 

desarrollados.  

  Además, la ley Nº 15.703, en su artículo 3º ,establece: “El 

Departamento de Defensa Agrícola o el Servicio Nacional de Salud, tomarán 

muestras una vez al año, a lo menos, de los pesticidas cuyo comercio esté autorizado 

y, previo análisis, verificarán que cumplen con los requisitos que sirvieron de 

antecedentes para autorizar su expendio.”. 

  Y en el artículo 13 expresa: “Las enfermedades que afecten al 

trabajador por efecto de la aplicación de pesticidas en las faenas agrícolas, serán 

consideradas como enfermedades profesionales, las que serán indemnizadas de 

conformidad con las disposiciones legales vigentes.”. 
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  Consecuente con lo anterior, señor Presidente, solicito que se envíen, 

en mi nombre, los siguientes oficios: 

  Primero, al Ministro de Agricultura, señor Jaime Campos, para que 

informe a esta Corporación acerca de los tipos de pesticidas que se están utilizando 

en forma autorizada; métodos de fiscalización que se emplean y resultados 

obtenidos, y qué establece el Acuerdo de Asociación con la Unión Europea con 

referencia al uso de pesticidas y elementos químicos o similares en la agricultura.  

  Segundo, al señor Ministro de Salud, doctor Pedro García, para que 

informe en cuanto a la evaluación de nacimientos de niños con malformaciones 

congénitas y la relación de éstas con el trabajo de los progenitores en faenas 

agrícolas, especialmente en la zona central, y la diferencia, si la hubiere, con el resto 

de las Regiones del país. 

  Tercero, al Ministro del Trabajo, señor Ricardo Solari, para que 

informe sobre las solicitudes de indemnización por los conceptos indicados, de 

acuerdo con la ley Nº 15.703, y qué estudios ha elaborado al respecto la Secretaría a 

su cargo.   

  Cuarto, al Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio 

Ambiente (CONAMA), señor Gianni López, para que informe acerca de la 

fiscalización que lleva a cabo ese organismo, como igualmente, sobre eventuales 

estudios relativos a la utilización de los elementos químicos mencionados y su 

incidencia en el medio ambiente. 

  --Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor 

Senador, conforme al Reglamento. 
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El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el turno del Comité Renovación 

Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Prokurica. 

INOPERANCIA DE INVESTIGACIÓN RELATIVA A FRACASO 

DE PROYECTOS FINANCIADOS POR INDAP 

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, hace algunos meses  el Senado aprobó una 

iniciativa que tenía por objeto levantar las garantías entregadas por algunos 

pequeños productores por los créditos obtenidos del Instituto de Desarrollo 

Agropecuario. Éstos tenían por objeto financiar distintos proyectos agrícolas que 

terminaron siendo un fracaso y que obligaban a determinados agricultores y no al 

total de los beneficiados con tales recursos. 

  Una de las razones por las cuales voté a favor fue porque en mi Región 

conocí de cerca cómo esos campesinos poca o ninguna injerencia tuvieron no sólo 

en la elección de tales proyectos, sino en la administración de ellos. 

  En esa oportunidad, pedí que se oficiara al señor Ministro de 

Agricultura con el fin de que nos informara si se había iniciado algún sumario para 

responsabilizar a aquellos funcionarios de INDAP que en alguna forma 

entusiasmaron a pequeños agricultores -gente modesta y con poca capacidad de 

gestión- para iniciar proyectos que en definitiva no tuvieron buenos resultados; por 

el contrario, significaron perder recursos del Estado y terminar con los bienes 

entregados en garantía por ese sector. 

  Hoy me llegó la respuesta a esa solicitud; pero me sorprende porque 

no condice con la verdad. 
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  En primer término, señala que el INDAP nada tuvo que ver con los 

estudios de proyectos para inversión, sino que éstos fueron presentados por los 

interesados. ¡Eso no es así, señor Presidente! 

  En segundo lugar, expresa que el Instituto sólo aprobó el 

financiamiento. ¡Eso tampoco es efectivo! En mi Región, al menos, el propio 

INDAP determinó que el gestor era el gerente de las empresas, e incluso en algunos 

casos hasta indicó cuáles eran las compañías asesoras. Se pusieron en marcha los 

proyectos, a sabiendas de que muchos de ellos no tenían destino, y gran parte de los 

dineros que adeudan esos agricultores se pagó a los asesores (todos sabemos a qué 

tienda política pertenecen), que eran amigos o correligionarios de los funcionarios 

de INDAP. 

  Por eso, el que ahora el señor Ministro nos diga que INDAP no tuvo 

nada que ver con los proyectos, que solamente prestó los recursos, francamente no 

lo puedo creer porque conocí en directo la realidad y me consta que no fue así. 

  Sin embargo, lo que es más grave -y quizá uno de los motivos por los 

cuales no creo que el escándalo CORFO-Inverlink sea el último en el país- es que en 

la misma nota de respuesta se informa que no se inició sumario alguno al personal, 

por no caberle responsabilidad. 

  Entonces, señor Presidente, ocurre que en Chile, ante la denuncia de 

que algunos funcionarios endeudaron a gente modesta al hacerla participar en 

proyectos carentes de destino, no se investiga, ni siquiera a solicitud del Senado, con 

la finalidad de determinar responsabilidades. Y se dice: “No es necesario investigar 

porque el INDAP no tiene nada que ver en eso”. 
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  Señor Presidente, si aquí aprobamos un proyecto de ley para liberar a 

los afectados por la chambonada, la usura, la estupidez en que incurrieron ciertos 

personeros del Estado, ¿qué sucederá más adelante? ¡Lo harán de nuevo! Arreglarán 

nuevamente a sus compañeros, a sus camaradas que poseen empresas asesoras, con 

estos proyectos que no tienen destino. ¿Y quién pierde? Pierde el Estado; pierde la 

gente; se pierde credibilidad ante la ciudadanía. 

  Lamento lo acontecido en este caso, que en dimensión tal vez no tenga 

nada que ver con el de Inverlink, pero que afecta a personas muy modestas a quienes 

se ha hecho un daño tremendo, profundo ¡y nadie ha resultado responsable! 

  Adicionalmente, como el Parlamento ha liberado las cauciones, 

seguramente los funcionarios dicen: “Aquí no ha pasado nada, echémosle 

p’adelante”. Y siguen en INDAP; siguen las empresas externas; todo sigue 

caminando igual. 

  Por eso mismo, señor Presidente, la población está tan decepcionada 

de la política y de las autoridades. Porque frente a hechos tan graves como éste no 

pasa nada. Por el contrario, ante nuestra denuncia sólo tenemos finalmente una 

respuesta empatadora, que sólo persigue congraciarse con quienes están destruyendo 

una de las pocas actividades económicas que desarrolla la gente modesta del país. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No habiendo otros asuntos que tratar, se 

levanta la sesión. 

  --Se levantó a las 17:57. 

 

        Manuel Ocaña Vergara, 

           Jefe de la Redacción 
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A  N  E  X  O  S 

 

 

 

DOCUMENTOS 

 

1 

 

 

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE 

DIPUTADOS QUE APRUEBA EL “CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL 

ENTRE CHILE Y LA REPÚBLICA CHECA” 

(3120-10) 

 

 

 Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a 

honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación 

al siguiente 

 

 

 

                     PROYECTO DE ACUERDO: 
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 "Artículo único.- Apruébase el "Convenio de Seguridad Social entre 

el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Checa", suscrito en 

Santiago, Chile, el 7 de diciembre de 2000.". 

 

 **** 

 

 Hago presente a V.E. que el  proyecto fue aprobado con el voto 

conforme de 85 señores Diputados, de 115 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo 

preceptuado en el inciso tercero del artículo 63 de la Carta Fundamental. 

     Dios guarde a V.E. 

 

 

 

  

(FDO.): ADRIANA MUÑOZ D'ALBORA, Presidenta de la Cámara de Diputados.- 

CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario de la Cámara de Diputados 
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2 

 

 

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE 

DIPUTADOS QUE APRUEBA EL “ACUERDO ENTRE CHILE Y LA 

ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO (OIT) RELATIVO 

AL ESTABLECIMIENTO DE UNA OFICINA DE LA OIT EN CHILE” 

(3122-10) 

 

 

 

 

 Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a 

honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación 

al siguiente 

 

 

 

                     PROYECTO DE ACUERDO: 
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 "Artículo único.- Apruébase el "Acuerdo entre la República de 

Chile y la Organización Internacional del Trabajo (OIT) relativo al establecimiento de una 

Oficina de la OIT en Chile", suscrito en Santiago, el 10 de enero de 2002.". 

 

 

     Dios guarde a V.E. 

 

 

  

(FDO.): ADRIANA MUÑOZ D'ALBORA, Presidenta de la Cámara de Diputados.- 

CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario de la Cámara de Diputados 
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3 

 

 

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE 

DIPUTADOS QUE APRUEBA EL “ACTA DE FUNDACIÓN DE LA 

ORGANIZACIÓN IBEROAMERICANA DE JUVENTUD (OIJ)” 

(3151-10) 

 

 

 

 Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a 

honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación 

al siguiente 

 

 

 PROYECTO DE ACUERDO: 

 

 “Artículo único. Apruébase el “Acta de Fundación de la 

Organización Iberoamericana de Juventud (O.I.J.)”, adoptada en la VIII Conferencia 

Iberoamericana de Ministros de Juventud celebrada en Buenos Aires, Argentina, y suscrita 

por Chile el 1 de agosto de 1996.”. 

 

 

     Dios guarde a V.E. 
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(FDO.): EDMUNDO SALAS DE LA FUENTE, Presidente en ejercicio de la Cámara de 

Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario de la Cámara de Diputados 
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4 

 

 

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE 

DIPUTADOS QUE APRUEBA EL “CONVENIO ENTRE CHILE Y COREA 

PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN 

FISCAL EN RELACIÓN CON EL IMPUESTO A LA RENTA Y AL 

PATRIMONIO 

(3121-10) 

 

 

 Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a 

honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación 

al siguiente 

 

 

 PROYECTO DE ACUERDO: 

 

  “Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre la República de 

Chile y la República de Corea para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en 

relación al impuesto a la renta y al patrimonio” y su protocolo, suscritos en Seúl, Corea, el 

18 de abril de 2002.”. 

 

     Dios guarde a V.E. 
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(FDO.): ADRIANA MUÑOZ D’ALBORA, Presidenta de la Cámara de Diputados.- 

CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario de la Cámara de Diputados 
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INFORME COMPLEMENTARIO DEL SEGUNDO INFORME DE LA 

COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES RECAÍDO 

EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS 

HONORABLES SENADORES SEÑORES HORVATH, RUIZ DE GIORGIO, 

STANGE Y VEGA, QUE ESTABLECE MECANISMOS DE PROTECCIÓN 

Y EVALUACIÓN DE EFECTOS PRODUCIDOS POR EL DETERIORIO DE 

LA CAPA DE OZONO 

(2725-12) 

 

 

Honorable Senado: 

 

 Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de someter 

a vuestra consideración un Informe Complementario del Segundo Informe que emitiera, en 

su momento, relativo al proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, 

iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss, José Ruiz 

de Giorgio, Rodolfo Stange Oelckers y Ramón Vega Hidalgo. 

 

- - - - - 
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 Os recordamos que en sesión de 15 de enero del año en curso, la Sala de la 

Corporación acordó enviar el proyecto a la Comisión para un Informe 

Complementario de su Segundo Informe, con el objetivo de precisar el sentido y el 

alcance de lo establecido en el artículo 2º de la iniciativa. 

 

- - - - - - 

 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL 

 

 Cabe hacer presente que el artículo 8º, inciso segundo, de la iniciativa, modificado 

como se describe en el cuerpo de este informe, debe ser aprobado con el quórum que la 

Constitución Política exige para las normas orgánico constitucionales. 

 

 Lo anterior, debido a que dicho precepto incide en asuntos 

inherentes a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, lo que es 

materia de ley orgánica constitucional al tenor de lo dispuesto en el artículo 74 de la 

Ley Suprema, en relación con el artículo 63, inciso segundo, de ese Texto Fundamental. 

 

 Asimismo, se hace presente que, mediante oficio Nº MA/150/02, 

de 4 de diciembre de 2002, se consultó a la Excelentísima Corte Suprema respecto de la 

norma en comentario y, que a la fecha de entrega de este informe, aún no se ha recibido la 

respuesta del Máximo Tribunal. 

 

- - - - - - 
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 Atendidos los acuerdos que se consignan en el Segundo Informe de la Comisión, así 

como los que fueron adoptados con ocasión de este Informe Complementario, para los 

efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia 

de lo siguiente: 

 

 I.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de Indicaciones 

ni de modificaciones: Ninguno. 

 

 II.- Indicaciones aprobadas: 14 y 22. 

 

 III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1, 3, 4, 5, 6, 7, 

8, 12, 13, 16, 17, 19 y 21. 

 

 IV.- Indicaciones rechazadas: 2, 9, 10, 11, 15, 18, 20 y 23. 

 

 V.- Indicaciones retiradas: No hay. 

 

 VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay. 

 

- - - - - - 

 

OBJETIVOS DEL PROYECTO 
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 Como se consignara en el Primer Informe, y según señalan sus autores, los objetivos 

del proyecto son: mantener informada a la comunidad acerca de los efectos de la radiación 

ultravioleta; coordinar dicha información y validar los mecanismos de medición de la 

radiación, y regularizar los elementos de protección de la radiación solar. 

 

- - - - - - 

 

ANTECEDENTES LEGALES 

 

 1) El numeral 8º del artículo 19 de la Carta Fundamental, que consagra el derecho a 

vivir en un medio ambiente libre de contaminación. 

 

 2) Los artículos 154, Nº 9, y 184 del Código del Trabajo. 

 

 3) El artículo 67 de la ley Nº 16.744, que establece normas sobre accidentes del 

trabajo y enfermedades profesionales. 

 

 4) El decreto supremo Nº 719, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1990, que 

promulga el “Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozono” y sus Anexos I y 

II. 

 

 5) El decreto supremo Nº 238, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1990, que 

promulga el Protocolo de Montreal relativo a las Sustancias Agotadoras de la Capa de 

Ozono. 
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 6) El decreto supremo Nº 735, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1994, que 

promulga las Enmiendas al Protocolo de Montreal. 

 

 7) El decreto supremo Nº 483, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1996, que 

promulga las Enmiendas a los Anexos A, B, C y E del Protocolo de Montreal. 

 

 8) El decreto supremo Nº 387, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2000, que 

promulga una Enmienda al Protocolo de Montreal. 

 

PRINCIPALES ASPECTOS REGULADOS EN EL PROTOCOLO DE MONTREAL, 

SOBRE LA BASE DEL CONVENIO DE VIENA PARA LA PROTECCIÓN DE LA 

CAPA DE OZONO 

 

1) Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozono 

 

 Este instrumento constituye la base jurídica del Protocolo de Montreal. 

 

 El punto de partida para su adopción radica en la toma de conciencia, surgida entre 

sus signatarios, en orden al impacto potencialmente nocivo de la modificación de la capa de 

ozono sobre la salud humana y el medio ambiente. 

 

 Tal como, posteriormente, se recoge en el Protocolo, en este convenio se admite que 

las medidas para proteger la capa de ozono de las alteraciones causadas por la actividad 
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humana requieren acción y cooperación internacionales y deben fundarse en las 

consideraciones científicas y técnicas pertinentes. Lo dicho, señalan las Partes, hace 

necesario una mayor investigación y observación sistemática para aumentar el nivel de 

conocimientos científicos sobre la capa de ozono y los posibles efectos adversos de su 

modificación. 

 

 En materia de definiciones, se destacan los siguientes conceptos: 

 

 “Efectos adversos”, esto es, los cambios en el medio físico o las biotas, incluidos los 

cambios en el clima, que tienen consecuencias deletéreas significativas para la salud humana 

o para la composición, resistencia y productividad de los ecosistemas tanto naturales como 

objeto de ordenación o para los materiales útiles al ser humano. 

 

 “Tecnologías alternativas”, a saber, toda tecnología o equipo cuyo uso permita reducir 

o eliminar efectivamente emisiones de sustancias que tienen o pueden tener efectos adversos 

sobre la capa de ozono. 

 

 “Sustancias alternativas”, esto es, las sustancias que reducen, eliminan o evitan los 

efectos adversos sobre la capa de ozono. 

 

 En virtud del Convenio, las Partes se obligan a adoptar las medidas apropiadas para 

proteger la salud humana y el medio ambiente contra los efectos adversos resultantes o que 

puedan resultar de las actividades humanas que modifiquen o puedan modificar la capa de 

ozono. 
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 Así, en la medida de sus posibilidades, las Partes deben, entre otras exigencias: 

 

 - Cooperar mediante observaciones sistemáticas, investigación e intercambio de 

información para la mejor comprensión del fenómeno. 

 

 - Adoptar decisiones legislativas o administrativas y colaborar en la coordinación de 

las políticas destinadas a controlar, limitar, reducir o prevenir actividades humanas cuando 

se compruebe que tienen o pueden tener efectos adversos. 

 

 Con todo, se advierte que estas obligaciones se basarán en consideraciones científicas 

y técnicas. 

 

 Existe el compromiso de las Partes de iniciar investigaciones y evaluaciones 

científicas y de cooperar en su realización, en aspectos tales como procesos físicos y 

químicos, efectos sobre la salud humana o biológicos de otra índole, incidencia sobre el 

clima, sustancias y tecnologías alternativas, y consecuencias socioeconómicas. 

 

 Asimismo, acordaron facilitar y estimular el intercambio de información científica, 

técnica, socioeconómica, comercial y jurídica, a la vez que fomentar el desarrollo y la 

transferencia de tecnología y de conocimientos. 
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 Con el objetivo de implementar los compromisos asumidos y de examinar en forma 

continua la aplicación del Convenio, se establece una Conferencia de las Partes, que debe 

celebrar reuniones ordinarias y extraordinarias. 

 

 Algunas funciones de la Conferencia son: 

 

 - Establecer el modo de transmitir la información científica que se produzca. 

 

 - Promover la armonización de políticas, estrategias y medidas para reducir al mínimo 

la liberación de sustancias modificadoras de la capa de ozono. 

 

 - Adoptar programas de investigación y observaciones sistemáticas, cooperación 

científica y tecnológica y transferencia de tecnología y conocimientos. 

 

 - Considerar las enmiendas al Convenio y sus Anexos, y a cualquier Protocolo o a 

cualquier anexo al mismo. En todo caso, la Conferencia queda facultada para adoptar en sus 

reuniones los protocolos que sean pertinentes para la consecución de los fines del Convenio. 

Sin embargo, ningún Estado ni ninguna organización de integración económica regional 

podrán ser parte en un protocolo a menos que sean o pasen a ser también Parte de este 

Convenio. 

 

 En cuanto a la entrada en vigencia del Convenio, se produce el nonagésimo día 

después de la fecha en que haya sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación, 

aceptación, aprobación o adhesión. 
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 Todo protocolo, salvo que se disponga otra cosa, entrará en vigor el nonagésimo día 

después de la fecha en que haya sido depositado el undécimo instrumento de su ratificación, 

aceptación, aprobación o adhesión. 

 

 Finalmente, se hace presente que el Convenio tiene dos Anexos. 

 

 El primero, relativo a “Investigaciones y Observaciones Sistemáticas”, contiene, entre 

otras materias, una estimación de las sustancias químicas de origen natural y antropogénico 

que tienen el potencial de modificar las propiedades químicas y físicas de la capa de ozono. 

 

 Al respecto, enumera sustancias compuestas de carbono; nitrógeno; cloro; bromo e 

hidrógeno. 

 

 El segundo, alude a “Intercambio de Información”. 

 

2) Protocolo de Montreal relativo a las Sustancias Agotadoras de la Capa de Ozono 

 

 Entre sus considerandos, este instrumento alude a la convicción de las Partes en orden 

a su obligación de adoptar las medidas adecuadas para proteger la salud humana y el medio 

ambiente contra los efectos nocivos que se derivan, o pueden derivarse, de actividades 

humanas que modifican, o pueden modificar, la capa de ozono. 
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 Enseguida, reconoce la posibilidad de que la emisión de ciertas sustancias producidas 

en todo el mundo, puede agotar significativamente la capa de ozono y modificarla de alguna 

otra manera, con los posibles efectos nocivos en la salud y en el medio ambiente. 

 

 Las Partes están conscientes de que las medidas que se adopten para proteger el 

agotamiento de la capa de ozono deben basarse en los adelantos registrados en la esfera de 

los conocimientos científicos, y considerar factores de índole económica y técnica. 

 

 Además, están decididas a proteger la capa de ozono mediante la adopción de 

medidas preventivas para controlar equitativamente las emisiones mundiales totales que la 

agotan, con el objetivo final de eliminarlas, sobre la base de los adelantos científicos y a la 

luz de consideraciones económicas y técnicas. 

 

 Por último, las Partes admiten que se deben establecer disposiciones especiales para 

satisfacer las necesidades de los países en desarrollo respecto de estas sustancias. 

 

 De su articulado, cabe señalar especialmente lo que sigue. 

 

 El artículo 1 contempla diversas definiciones. Entre ellas, “sustancia controlada”, esto 

es, una sustancia enumerada en la lista del Anexo A del Protocolo, sea que se manifieste 

aisladamente o en una mezcla incorporada a un producto manufacturado que no sea un 

contenedor utilizado para el transporte o el almacenamiento de la sustancia enumerada en la 

lista. 
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 Es oportuno hacer presente que a la fecha de suscripción del Protocolo por las Partes 

sólo se convino en el Anexo A. Con posterioridad, las Enmiendas de que fue objeto este 

instrumento, y que fueron adoptadas por las Partes, permitieron incorporar nuevos Anexos, 

que ampliaron el ámbito de las sustancias controladas. 

 

 Esta situación estaba prevista en el Protocolo, pues un principio del mismo consiste 

en que las decisiones y medidas que pudieran ir acordándose en lo sucesivo dependerían de 

los avances científicos y del conocimiento que pudiera generarse respecto de las causas que 

deterioran el ozono. Como consecuencia, el espectro de sustancias que se han reconocido 

científicamente como dañinas se ha incrementado, lo cual se ha traducido en nuevos Anexos. 

 

 Para cumplir lo anterior, las Partes convinieron en un mecanismo de revisión de los 

listados y de análisis permanente de las propiedades físico-químicas de las sustancias 

susceptibles de causar un efecto adverso. 

 

 Hay que considerar que las sustancias que potencialmente afectan el ozono no sólo 

son producidas por el ser humano. La naturaleza es también una importante productora de 

las mismas. De allí que los estudios deben ser acuciosos para determinar cuáles sustancias y 

en qué condiciones se transforman en peligrosas o perjudiciales. 

 

 El artículo 2 contempla las medidas de control. Al efecto, se consagra un mecanismo 

de disminución y eliminación gradual del consumo y producción de sustancias controladas, 

que fija como línea de base el nivel calculado de consumo y de producción de estas 

sustancias por cada Parte en 1986. 
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 Enseguida, siempre en consideración a esa misma línea de base, se acordaron 

períodos sucesivos de porcentajes de disminución del uso de sustancias controladas para 

terminar, al cabo de cierto lapso, con su eliminación y proscripción total. 

 

 Con todo, se contemplan, excepcionalmente, aumentos del nivel calculado de 

consumo y de producción que no pueden exceder de determinados porcentajes respecto del 

nivel de 1986, y sólo para satisfacer las necesidades básicas internas de las Partes, con 

arreglo al Protocolo, y para objetivos de racionalización industrial, pero en el entendido que 

transcurrido el lapso fatal de proscripción el uso de las sustancias queda prohibido. 

 

 Además, se contempla la posibilidad de transferencias de producción entre las Partes 

para efectos de racionalización industrial, cuando el nivel calculado de producción de 1986 

de sustancias controladas sea inferior a 25 kilotones al año, y siempre que la producción 

total calculada y combinada de las sustancias no exceda las limitaciones que el Protocolo 

consagra. 

 

 El artículo 3 determina la forma de calcular los niveles de control. Se trata de un 

mecanismo complejo, que considera niveles calculados de producción, importaciones, 

exportaciones, y consumo. 

 

 El artículo 4 regula el comercio de sustancias controladas con Estados que no sean 

Parte del Protocolo. 
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 Es oportuno consignar que dentro del plazo de un año, contado desde la entrada en 

vigor del Protocolo, cada Parte prohibirá la importación de sustancias procedentes de 

cualquier Estado que no sea Parte. Además, a partir del 1 de enero de 1993, ninguna Parte 

podrá exportar sustancias controladas a los Estados que no sean Parte. 

 

 Por otro lado, se debe desalentar la exportación de tecnología para la producción y 

utilización de sustancias controladas a cualquier Estado que no sea Parte, y existe la 

obligación de abstenerse de conceder nuevas subvenciones, ayudas, créditos, garantías o 

programas de seguros para la exportación de productos, equipo, plantas industriales o 

tecnologías que podrían facilitar la elaboración de sustancias controladas. 

 

 El artículo 5 establece normas especiales aplicables a los países en desarrollo. 

 

 En relación con este punto, y con el fin de hacer frente a sus necesidades básicas 

internas, los países en desarrollo, cuyo consumo anual de sustancias controladas sea inferior 

a 0,3 kilogramos per cápita, tendrán derecho a aplazar por diez años el cumplimiento de las 

medidas de control previstas en el artículo 2, siempre que no se exceda dicho nivel de 

consumo. 

 

 Existe el compromiso de facilitar el acceso a sustancias y tecnologías alternativas, que 

ofrezcan garantías de protección del medio ambiente, y de ayudar a acelerar la utilización de 

estas alternativas. Al efecto, las Partes se comprometen a facilitar la concesión de 

subvenciones, créditos, garantías o programas de seguro a los países en desarrollo para que 

usen tecnologías alternativas y productos sustitutivos. 
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 Merecen mencionarse, también, los artículos 6, 7, 9 y 10, referidos a aspectos sobre 

evaluación y examen de las medidas de control adoptadas por las Partes; datos estadísticos 

de producción, exportaciones e importaciones anuales; investigación, desarrollo, intercambio 

de información y generación de conciencia pública, y asistencia técnica (en particular para 

los países en desarrollo). 

 

 En conformidad con el artículo 16, este instrumento internacional entra en vigor el 1 

de enero de 1989, previo depósito de, al menos, once instrumentos de ratificación, 

aceptación o aprobación del Protocolo o adhesión al mismo por los Estados o las 

organizaciones de integración económica regional que representen, al menos, dos tercios del 

consumo mundial estimado de las sustancias controladas correspondientes a 1986. 

 

 Texto íntegro del Convenio de Viena, del Protocolo de Montreal y de las sucesivas 

Enmiendas de que ha sido objeto, se contienen como documentos adjuntos a este informe. 

 

 A continuación, y para el conocimiento de los Honorables señores Senadores, se 

transcriben los listados de sustancias controladas, tal como se encuentran individualizadas 

con arreglo al instrumento jurídico internacional de que se trata, esto es, como Anexos A, B, 

C, D y E. 

 

Anexo A: Sustancias controladas 

 

Grupo Sustancia Potencial de agotamiento del ozono (PAO)* 
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Grupo I 

CFCl3 (CFC-11)  1,0 

CF2Cl2 (CFC-12)  1,0 

C2F3Cl3 (CFC-113)  0,8 

C2F4Cl2 (CFC-114)  1,0 

C2F5Cl (CFC-115)  0,6 

 

Grupo II 

CF2BrCl (halón-1211)  3,0 

CF3Br  (halón-1301) 10,0 

C2F4Br2 (halón-2402)  6,0     

 

* Estos valores de potencial de agotamiento del ozono son estimaciones basadas en los 

conocimientos actuales y serán objeto de revisión y examen periódicos.  

 

Anexo B:   Sustancias controladas 

 

Grupo Sustancia Potencial de agotamiento del ozono  

Grupo I 

CF3Cl  (CFC-13) 1,0 

C2FCl5  (CFC-111) 1,0 

C2F2Cl4 (CFC-112) 1,0 

C3FCl7 (CFC-211) 1,0 

C3F2Cl6 (CFC-212) 1,0 
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C3F3Cl5  (CFC-213) 1,0 

C3F4Cl4 (CFC-214) 1,0 

C3F5Cl3 (CFC-215) 1,0 

C3F6Cl2 (CFC-216) 1,0 

C3F7Cl (CFC-217) 1,0 

 

Grupo II 

CCl4  tetracloruro  

  de carbono 1,1 

 

Grupo III 

C2H3Cl3* 1,1,1-tricloroetano  

 (metilcloroformo) 0,1 

 

* Esta fórmula no se refiere al 1,1,2-tricloroetano. 

 

Anexo C:   Sustancias controladas 

Grupo  Sustancias Número de                  Potencial de  

     isómeros agotamiento del ozono* 

 

Grupo I 

 

CHFCl2 (HCFC-21)** 1 0,04 

CHF2Cl (HCFC-22)** 1 0,055 
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CH2FCl (HCFC-31) 1 0,02 

C2HFCl4 (HCFC-121) 2 0,01  - 0,04 

C2HF2Cl3 (HCFC-122) 3 0,02  - 0,08 

C2HF3Cl2 (HCFC-123) 3 0,02  - 0,06 

CHCl2CF3 (HCFC-123)** - 0,02 

C2HF4Cl (HCFC-124) 2 0,02  - 0,04 

CHFClCF3 (HCFC-124)** - 0,022 

C2H2FCl3 (HCFC-131) 3 0,007 - 0,05 

C2H2F2Cl2 (HCFC-132) 4 0,008 - 0,05 

C2H2F3Cl (HCFC-133) 3 0,02  - 0,06 

C2H3FCl2 (HCFC-141) 3 0,005 - 0,07 

C2H3F2Cl (HCFC-142) 3 0,008 - 0,07 

CH3CF2Cl (HCFC-142b)** - 0,065 

C2H4FCl (HCFC-151) 2 0,003 - 0,005 

C3HFCl6 (HCFC-221) 5 0,015 - 0,07 

C3HF2Cl5 (HCFC-222) 9 0,01  - 0,09 

C3HF3Cl4 (HCFC-223) 12 0,01  - 0,08 

C3HF4Cl3 (HCFC-224) 12 0,01  - 0,09 

C3HF5Cl2 (HCFC-225) 9 0,02  - 0,07 

CF3CF2CHCl2 (HCFC-225ca)**  - 0,025 

CF2ClCF2CHClF  (HCFC-225cb)** - 0,33 

C3HF6Cl (HCFC-226) 5 0,02  - 0,10 

C3H2FCl5 (HCFC-231) 9 0,05  - 0,09 

C3H2F2Cl4 (HCFC-232) 16 0,008 - 0,10 
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C3H2F3Cl3 (HCFC-233) 18 0,007 - 0,23 

C3H2F4Cl2 (HCFC-234) 16 0,01  - 0,28 

C3H2F5Cl (HCFC-235) 9 0,03  - 0,52 

C3H3FCl4 (HCFC-241) 12 0,004 - 0,09 

C3H3F2Cl3 (HCFC-242) 18 0,005 - 0,13 

C3H3F3Cl2 (HCFC-243) 18 0,007 - 0,12 

C3H3F4Cl (HCFC-244) 12 0,009 - 0,14 

C3H4FCl3 (HCFC-251) 12 0,001 - 0,01 

C3H4F2Cl2 (HCFC-252) 16 0,005 - 0,04 

C3H4F3Cl (HCFC-253) 12 0,003 - 0,03 

C3H5FCl2 (HCFC-261) 9 0,002 - 0,02 

C3H5F2Cl (HCFC-262) 9 0,002 - 0,02 

C3H6FCl (HCFC-271) 5 0,001 - 0,03 

 

 

Grupo II 

CHFBr2   1 1,00 

CHF2Br (HBFC-22B1) 1 0,74 

CH2FBr   1 0,73 

C2HFBr4   2 0,3 - 0,8 

C2HF2Br3   3 0,5 - l,8 

C2HF3Br2   3 0,4 - 1,6 

C2HF4Br   2 0,7 - 1,2 

C2H2FBr3   3 0,1 - 1,1 
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C2H2F2Br2   4 0,2 - 1,5 

C2H2F2Br   3 0,7 - 1,6 

C2H3F2Br2   3 0,1 - 1,7 

C2H3F2Br   3 0,2 - 1,1 

C2H4FBr   2 0,07- 0,1 

C3HFBr6   5 0,3 - 1,5 

C3HF2Br5   9 0,2 - 1,9 

C3HF3Br4   12 0,3 - 1,8 

C3HF4Br3   12 0,5 - 2,2 

C3HF5Br2   9 0,9 - 2,0 

C3HF6Br   5 0,7 - 3,3 

C3H2FBr5   9 0,1 - 1,9 

C3H2F2Br4   16 0,2 - 2,1 

C3H2F3Br3   18 0,2 - 5,6 

C3H2F4Br2   16 0,3 - 7,5 

C3H2F5Br   8 0,9 - 14 

C3H3FBr4   12 0,08- 1,9 

C3H3F2Br3  18 0,1 - 3,1 

C3H3F3Br2  18 0,1 - 2,5 

C3H3F4Br  12 0,3 - 4,4 

C3H4FBr3   12 0,03- 0,3 

C3H4F2Br2   16 0,1 - 1,0 

C3H4F3Br   12 0,07- 0,8 

C3H5FBr2   9 0,04- 0,4 
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C3H5F2Br   9 0,07- 0,8 

C3H6FBr   5 0,02- 0,7 

 

Grupo III 

CH2BrCl Bromoclorometano 1 0,12 

 

* Cuando se indica una gama de PAO, para los efectos del Protocolo, se utilizará el 

valor más alto de dicha gama. Los PAO enumerados como un valor único se 

determinaron a partir de cálculos basados en mediciones de laboratorio. Los 

enumerados como una gama se basan en estimaciones y, por consiguiente, tienen un 

grado mucho mayor de incertidumbre: un factor de dos para los HCFC y un factor de 

tres para los HBFC. La gama comprende un grupo isomérico. El valor superior es la 

estimación del PAO del isómero con el PAO más elevado, y el valor inferior es la 

estimación del PAO del isómero con el PAO más bajo. 

 

** Identifica las sustancias comercialmente más viables. Los valores de PAO que las 

acompañan se utilizan para los efectos del Protocolo. 

 

 

Anexo D*: Lista de productos**  

  que contienen sustancias  

  controladas especificadas en  

  el anexo A 
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  Número de la partida 

        Productos          arancelaria 

 

1. Equipos de aire acondicionado en automóviles 

 y camiones (estén o no incorporados  

 a los vehículos)    .................. 

 

2. Equipos de refrigeración y aire  

 acondicionado/bombas de  

 calor domésticos y comerciales***  .................. 

 p. ej.: Refrigeradores  .................. 

  Congeladores   .................. 

  Deshumificadores  .................. 

  Enfriadores de agua  .................. 

  Máquinas productoras de hielo .................. 

  Equipos de aire acondicionado y 

  bombas de calor   .................. 

 

3. Productos en aerosol, salvo productos 

 médicos en aerosol    ................... 

 

4. Extintores portátiles   .................. 

 

5. Planchas, tableros y cubiertas de  
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 tuberías aislantes    .................. 

 

6. Prepolímeros    .................. 

 

* Este Anexo fue aprobado por la Tercera Reunión de las Partes, celebrada en Nairobi 

del 19 al 21 de junio de 1991, de conformidad con el párrafo 3 del artículo 4 del 

Protocolo. 

 

** Excepto cuando se transportan en expediciones de efectos personales o domésticos, o 

en situaciones similares sin carácter comercial (normalmente eximidas de trámite 

aduanero). 

 

*** Cuando contienen sustancias controladas especificadas en el Anexo A, tales como 

refrigerantes o materiales aislantes del producto.  

 

Anexo E:    Sustancia controlada 

   

Grupo Sustancia Potencial de agotamiento del ozono  

 

Grupo I 

CH3Br metilbromuro 0,6 

 

3) Comentarios adicionales y sanciones 
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 Como se ha señalado, el Protocolo establece un mecanismo de regulación que 

consiste en que las sustancias controladas quedan sometidas a plazos de proscripción, 

distinguiendo según se trate de países en desarrollo o en vías de desarrollo. 

 

 Transcurridos dichos plazos, tales sustancias no se pueden seguir produciendo ni 

utilizando como componentes de equipos o maquinarias. Para efectos de racionalización 

industrial, se aceptan transferencias entre las Partes con el objetivo de cumplir sus cuotas de 

disminución de uso de las sustancias. 

 

 Desde el punto de vista de las sanciones, el artículo 8 fija un mecanismo que consiste 

en que las Partes estudiarán y aprobarán procedimientos y mecanismos institucionales que 

permitan determinar el incumplimiento del Protocolo, así como actuar respecto de las Partes 

que no hayan cumplido lo prescrito. 

 

 Para materializar esta norma y, en general, para la implementación de su articulado, 

las Partes constituyeron diversos paneles, denominados “comités”, que abarcan distintos 

ámbitos de la actividad humana susceptibles de generar sustancias que afecten la capa de 

ozono y de organizar administrativamente los flujos de información, de investigación y de 

análisis de antecedentes. Así, entre los más importantes, pueden mencionarse los comités 

Técnico, Científico, de Opciones Económicas, de Refrigeración, de Agricultura y, 

especialmente, de Aplicación. 

 

 El Comité de Aplicación lleva a cabo su labor a la luz, principalmente, de lo prescrito 

en los artículos 6 y 7. En tal sentido, realiza una evaluación periódica de las medidas de 
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control, sobre la base de la información científica, ambiental, técnica y económica de que 

dispone. 

 

 Para que el Comité tenga elementos de juicio, las Partes están obligadas a 

proporcionar datos estadísticos sobre su producción, importaciones y exportaciones de 

sustancias controladas, así como datos estadísticos de su producción con datos desglosados 

de las cantidades destruidas mediante tecnologías aprobadas, exportaciones e importaciones 

anuales de tales sustancias. 

 

 Cuando un Estado Parte es objeto de observaciones o reparos en lo que concierne al 

cumplimiento de sus compromisos internacionales, debe entregar las explicaciones que 

permitan justificar tales contravenciones. 

 

 El Protocolo no establece sanciones. Sin embargo, la práctica ha ido generando un 

corpus de medidas de presión para que el Estado infractor retome el normal cumplimiento de 

sus obligaciones, pero en el entendido de que el Comité de Aplicación se encuentra 

facultado para proponerlas, discutirlas y decidirlas. Entre tales medidas, se considera la 

suspensión de las ayudas financieras para procesos de reconversión tecnológica, de créditos 

para la adecuación de procesos industriales o de líneas de financiamiento para ajustar los 

intercambios comerciales. 

 

 Una situación de tal naturaleza constituye una situación compleja, dada la conciencia 

pública mundial en torno a las exigencias de procesos ambientalmente sustentables, dado 

que implica para el Estado infractor situarse al margen de la comunidad de naciones y 
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ocasiona una daño para la llegada de inversiones destinadas a la reconversión tecnológica y 

a la adecuación de los procesos productivos. 

 

- - - - - - 

 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR 

 

 Con motivo de la discusión del Segundo Informe de la Comisión en la Sala del 

Honorable Senado, se hicieron presente algunas inquietudes surgidas de la lectura de lo 

prescrito en los incisos primero y segundo del artículo 2º, acordado por la Comisión en 

dicho informe. 

 

 Es oportuno recordar que el inciso primero de esta norma, según la redacción 

aprobada en el Segundo Informe, prohíbe la comercialización o utilización de productos que 

deterioren el ozono estratosférico, en conformidad con los tratados internacionales vigentes 

y ratificados por Chile. 

 

 El inciso segundo exige que los productos que se comercialicen y puedan deteriorar el 

ozono estratosférico, lleven en su etiqueta y publicidad una advertencia destacada que 

consigne su aptitud para generar dicho daño. 

 

 Con ocasión del debate suscitado en la Sala, el Honorable Senador señor Ávila 

sostuvo que, en su opinión, se pierde en la especie la eficacia de la norma prohibitiva cuando 

el legislador, luego de prohibir el hecho, alude a continuación a los productos que, no 
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obstante su capacidad de deteriorar el ozono, pueden ser comercializados. Lo anterior, 

añadió, supone consagrar implícitamente una autorización o excepción de carácter amplio a 

tal prohibición. 

 

 En la misma línea de argumentación, el Honorable Senador señor Coloma abogó por 

la claridad de las normas legales respecto de la forma de concebir sus mandatos, 

prohibiciones o permisos. A su juicio, el artículo 2º en comentario adolecería de cierta 

imprecisión en cuanto a señalar las condiciones en que operaría la excepción. Lo dicho 

produciría el efecto de debilitar la eficacia de la prohibición. 

 

 Además, el señor Senador fue partidario de que el legislador indique las sustancias 

que quedarían dentro del ámbito de aplicación de la norma. Hizo presente sobre el particular 

que es imprescindible precaver toda ambigüedad en relación con este asunto, con la 

finalidad de que la obligación de etiquetado de los productos no origine conflictos relativos a 

cuáles sustancias o elementos quedan sometidos a la regulación. 

 

 El Honorable Senador señor Viera-Gallo sostuvo que, atendidos los tratados en la 

materia ratificados por Chile, que pasan a formar parte de la legislación interna, sería 

innecesario un artículo que prohibiera determinados productos, si ya están incluidos en los 

listados acordados internacionalmente. 

 

 En ese entendido, arguyó, la norma sólo debería remitirse a aquellos productos que 

deterioran la capa de ozono y que no han sido considerados en los tratados. 
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 Cabe consignar que el Honorable Senador señor Horvath, al intervenir en la Sala, 

señaló que el propósito del artículo aprobado por la Comisión, según dijera de evidente tenor 

preventivo, ha sido compatibilizar la iniciativa con los compromisos internacionales 

asumidos por el país. 

 

 Los argumentos expuestos fundaron el acuerdo de la Sala, que dispuso el envío del 

proyecto a la Comisión para un Segundo Informe Complementario. 

 

 En el seno de la Comisión, se consideró especialmente el carácter de las normas 

contenidas en los instrumentos jurídicos internacionales relativos a la materia, así como las 

obligaciones que imponen a las Partes (aspectos que han sido reseñados sintéticamente al 

analizarse el Protocolo de Montreal). 

 

 En este sentido, la Comisión estimó que el proyecto de ley en Segundo Informe 

Complementario debe ser entendido como una contribución para que, en el marco del 

sistema jurídico internacional de eliminación gradual de sustancias controladas hasta su total 

eliminación, se generen condiciones para la formación de conciencia pública respecto de los 

riesgos que representa el uso de tales sustancias para la salud humana y el ecosistema. 

 

 Aparece entonces como un deber de Estado que involucra a toda la sociedad advertir 

a la ciudadanía y a los consumidores acerca del peligro asociado a la adquisición y uso de 

productos que contienen sustancias controladas, que la comunidad internacional se esfuerza 

por eliminar. La carencia de una política definida en la materia, que haga hincapié 

especialmente en la educación y la transmisión de conocimientos acerca de los perjuicios 
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que causa el deterioro progresivo del ozono estratosférico, debilita las acciones que los 

organismos públicos y el sector privado, en los ámbitos que les son propios, están realizando 

para cumplir nuestros compromisos internacionales y propender a la reconversión 

tecnológica y a métodos de producción industrial ambientalmente sustentables. 

 

 

 

 En ese orden de ideas se enmarca la proposición que la Comisión os hace en su 

Segundo Informe Complementario. 

 

 Al efecto, le ha conferido una nueva redacción al artículo 2º que persigue destacar la 

necesidad de informar a la ciudadanía acerca del carácter deletéreo para el ozono del uso y 

consumo de sustancias controladas, sobre la base de los tratados celebrados y mientras se 

encuentra pendiente la eliminación total de estas sustancias. Por esta razón, se exige incluir 

en los productos que las contienen una advertencia al consumidor acerca de su condición 

dañina para el ozono. 

 

 Cabe reiterar que las sustancias en cuestión pueden seguir siendo utilizadas mientras 

no se eliminan completamente, en conformidad con los plazos que al efecto ha convenido la 

comunidad internacional en los tratados celebrados. Vencidos estos plazos, quedarán 

proscritas. En cuanto a las sustancias controladas respecto de las cuales ya han transcurrido 

estos términos, se encuentran desde luego prohibidas en aplicación de las normas vigentes. 

De allí es que la disposición que se consulta en el capítulo de modificaciones se refiera sólo 
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a las sustancias cuyos plazos de eliminación están pendientes, estimándose innecesario 

aludir a las prohibidas porque se hallan en esta condición de pleno derecho. 

 

 Asimismo, debe tenerse presente, como se dijera, que los avances en la investigación 

científica relativa a las causas del deterioro de la capa de ozono permitirán incluir otras 

categorías de sustancias perjudiciales, en la medida en que se compruebe su capacidad para 

dañar el ozono. En tal caso deberán suscribirse las enmiendas pertinentes al Protocolo de 

Montreal para ampliar sus listados anexos, tal como se ha hecho hasta la fecha. En la 

actualidad se ignora cuáles son esas sustancias, por lo que la hipótesis normativa no puede 

referirse a ellas. 

 

 - Sometida a votación la nueva redacción conferida al artículo 2º, fue aprobada 

por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores 

señores Horvath, Stange, Vega y Viera-Gallo. 

 

- - - - - - 

 

MODIFICACIONES 

 

 En mérito del acuerdo comentado y de los acuerdos consignados en el segundo 

informe, vuestra Comisión os propone que aprobéis el proyecto de ley acordado en general 

por el Senado, con las enmiendas que se reseñan a continuación: 

 

Artículo 1º 
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 Sustituirlo por el siguiente: 

 

 “Artículo 1º.- Los informes meteorológicos emitidos por medios de comunicación 

social deberán incluir antecedentes acerca de la radiación ultravioleta y sus fracciones y de 

los riesgos asociados. Los organismos públicos y privados que midan radiación ultravioleta, 

lo harán de acuerdo a los estándares internacionales y entregarán la información necesaria a 

la Dirección Meteorológica de Chile para su difusión. (Unanimidad 4x0. Indicación  

Nº 1). 

 

 Estos informes deberán expresar el índice de radiación ultravioleta según la Tabla que 

establece para estos efectos la Organización Mundial de la Salud, e indicarán, además, los 

lugares geográficos que requieran de protección especial contra los rayos ultravioleta.”. 

(Unanimidad 4x0. Indicaciones Nºs. 3 y 4). 

 

Artículo 2º 

 

 Reemplazarlo por el siguiente: 

 

 “Artículo 2º.- La comercialización o utilización industrial de productos que 

deterioren el ozono estratosférico, por contener sustancias controladas en virtud de 

tratados internacionales vigentes en la materia y ratificados por Chile, mientras se 

encuentren pendientes los plazos acordados para su eliminación total, deberán llevar 
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en su etiqueta y publicidad una advertencia destacada que señale: “Advertencia, este 

producto deteriora la capa de ozono.”. 

 

 Transcurridos los plazos establecidos en dichos tratados para la eliminación 

total de las sustancias controladas, los productos que las contengan no podrán 

comercializarse ni utilizarse industrialmente.”. (Unanimidad 4x0. Indicaciones Nºs. 5, 6 y 

7 e Informe Complementario). 

 

 

 

Artículo 3º 

 

 Sustituirlo por el siguiente: 

 

 “Artículo 3º.- Los bloqueadores, anteojos y otros dispositivos o productos protectores 

de la quemadura solar, deberán llevar indicaciones que señalen el factor de protección 

relativo a la equivalencia del tiempo de exposición a la radiación ultravioleta nociva sin 

protector, señalando su efectividad ante diferentes grados de deterioro de la capa de ozono.”. 

(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 8). 

 

Artículo 4º 

 

 Reemplazarlo por el siguiente: 
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 “Artículo 4º.- Los empleadores deberán adoptar las medidas necesarias para proteger 

eficazmente a los trabajadores cuando puedan estar expuestos a radiación ultravioleta 

nociva. Para estos efectos, los contratos de trabajo o reglamentos internos de las empresas, 

según el caso, deberán especificar el uso de los elementos protectores correspondientes. Lo 

anterior, sin perjuicio de las obligaciones establecidas en los artículos 184 del Código del 

Trabajo y 67 de la ley Nº 16.744. 

 

 Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable a los funcionarios regidos por las 

leyes Nºs. 18.834 y 18.883, en lo que fuere pertinente.”. (Unanimidad 4x0. Indicaciones Nºs. 

12, 13  

y 19). 

 

Artículo 5º 

 

 Sustituirlo por el siguiente: 

 

 “Artículo 5º.- Los efectos que produzca la radiación ultravioleta nociva en los seres 

humanos, flora y fauna y en sus ecosistemas dependientes y relacionados, deberán ser 

evaluados periódicamente por el organismo que corresponda.”. (Unanimidad 4x0. Indicación 

Nº 14 y Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado). 

 

- - - - - - 

 

 Consultar los siguientes artículos 6º y 7º, nuevos: 
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 “Artículo 6º.- Los instrumentos que emitan radiación ultravioleta nociva, tales como 

lámparas o ampolletas, deberán advertir que su uso puede producir riesgo a la salud. 

(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 16). 

 

 Artículo 7º.- Cuando las leyes y reglamentos obliguen a exhibir carteles, avisos o 

anuncios en playas, balnearios y piscinas, relativos a su aptitud para el baño o la natación, o 

acerca de su estado de contaminación o condiciones de seguridad, deberá incluirse en 

aquéllos la siguiente advertencia: “La exposición prolongada a la radiación solar ultravioleta 

puede producir daños a la salud.”.”. (Unanimidad 4x0. Indicación Nº 17). 

 

- - - - - - 

 

Artículo 6º 

 

 Pasa a ser artículo 8º. 

 

 Reemplazarlo por el siguiente: 

 

 “Artículo 8º.- La infracción de lo dispuesto en los artículos anteriores será sancionada 

con multa, a beneficio fiscal, de 1 hasta 50 unidades tributarias mensuales. 

 

 Será competente para conocer de dichas causas el juez de policía 

local correspondiente, sin perjuicio de la competencia que corresponda a los juzgados del 
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trabajo, en su caso.”. (Unanimidad 4x0. Indicaciones Nºs. 21 y 22. Artículo 121, inciso final, 

Reglamento del Senado). 

 

- - - - - - 

 

 

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY 

 

 Como consecuencia de lo anterior, el texto del proyecto de ley queda como sigue: 

 

PROYECTO DE LEY: 

 

 “Artículo 1º.- Los informes meteorológicos emitidos por medios de comunicación 

social deberán incluir antecedentes acerca de la radiación ultravioleta y sus fracciones 

y de los riesgos asociados. Los organismos públicos y privados que midan radiación 

ultravioleta, lo harán de acuerdo a los estándares internacionales y entregarán la 

información necesaria a la Dirección Meteorológica de Chile para su difusión. 

 

 Estos informes deberán expresar el índice de radiación ultravioleta según la 

Tabla que establece para estos efectos la Organización Mundial de la Salud, e 

indicarán, además, los lugares geográficos que requieran de protección especial contra 

los rayos ultravioleta. 
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 Artículo 2º.- La comercialización o utilización industrial de productos que 

deterioren el ozono estratosférico, por contener sustancias controladas en virtud de 

tratados internacionales vigentes en la materia y ratificados por Chile, mientras se 

encuentren pendientes los plazos acordados para su eliminación total, deberán llevar 

en su etiqueta y publicidad una advertencia destacada que señale: “Advertencia, este 

producto deteriora la capa de ozono.”. 

 

 Transcurridos los plazos establecidos en dichos tratados para la eliminación 

total de las sustancias controladas, los productos que las contengan no podrán 

comercializarse ni utilizarse industrialmente. 

 

 Artículo 3º.- Los bloqueadores, anteojos y otros dispositivos o productos 

protectores de la quemadura solar, deberán llevar indicaciones que señalen el factor de 

protección relativo a la equivalencia del tiempo de exposición a la radiación 

ultravioleta nociva sin protector, señalando su efectividad ante diferentes grados de 

deterioro de la capa de ozono. 

 

 Artículo 4º.- Los empleadores deberán adoptar las medidas necesarias para 

proteger eficazmente a los trabajadores cuando puedan estar expuestos a radiación 

ultravioleta nociva. Para estos efectos, los contratos de trabajo o reglamentos internos 

de las empresas, según el caso, deberán especificar el uso de los elementos protectores 

correspondientes. Lo anterior, sin perjuicio de las obligaciones establecidas en los 

artículos 184 del Código del Trabajo y 67 de la ley Nº 16.744. 
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 Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable a los funcionarios regidos por las 

leyes Nºs. 18.834 y 18.883, en lo que fuere pertinente. 

 

 Artículo 5º.- Los efectos que produzca la radiación ultravioleta nociva en los 

seres humanos, flora y fauna y en sus ecosistemas dependientes y relacionados, deberán 

ser evaluados periódicamente por el organismo que corresponda. 

 

 Artículo 6º.- Los instrumentos que emitan radiación ultravioleta nociva, tales 

como lámparas o ampolletas, deberán advertir que su uso puede producir riesgo a la 

salud. 

 

 Artículo 7º.- Cuando las leyes y reglamentos obliguen a exhibir carteles, avisos o 

anuncios en playas, balnearios y piscinas, relativos a su aptitud para el baño o la 

natación, o acerca de su estado de contaminación o condiciones de seguridad, deberá 

incluirse en aquéllos la siguiente advertencia: “La exposición prolongada a la radiación 

solar ultravioleta puede producir daños a la salud.”. 

 

 Artículo 8º.- La infracción de lo dispuesto en los artículos anteriores será 

sancionada con multa, a beneficio fiscal, de 1 hasta 50 unidades tributarias mensuales. 

 

 Será competente para conocer de dichas causas el juez de 

policía local correspondiente, sin perjuicio de la competencia que corresponda a los 

juzgados del trabajo, en su caso.”. 
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- - - - - - 

 

 

 Acordado en sesiones celebradas los días 22 de enero, 5 y 12 de marzo de 2003, con 

asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Rodolfo 

Stange Oelckers, Ramón Vega Hidalgo y José Antonio Viera-Gallo Quesney. 

 

 Sala de la Comisión, a 14 de marzo de 2003. 

 

 

 

 

 

(FDO.): Sergio Gamonal Contreras 

Secretario de la Comisión 

 


